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RESUMEN  
El presente trabajo de grado tiene el propósito fundamental de identificar el proceso de evolución 
o retroceso que se ha tenido en el sistema de fuentes del derecho en Colombia a partir de la 
integración del sistema de fuentes del derecho en el derecho internacional. Este proceso parte de 
la realidad del texto del artículo 230 de la Constitución Política de 1991, en el cual se precisan dos 
funciones específicas para las fuentes del derecho: la primera, que les atribuye una cualidad de 
criterio directo; la segunda, que atribuye una cualidad de criterio auxiliar.  
Esta problemática resulta particularmente relevante porque dependiendo de la compresión de este 
sistema de fuentes se aplica una determinada fuente u otra. Así mismo, porque solo de la dinámica 
entre las distintas fuentes del derecho y su interacción es posible descubrir realmente cuál es el 
derecho que se aplica en un caso concreto, bien se trate de un control abstracto de la Ley, como 
sucede en el control de constitucionalidad que ejerce la Corte Constitucional o el Consejo de 
Estado, o bien se trate de un control concreto de constitucionalidad, como sucede en los casos de 
resolución de acciones de tutela, aunque no solo en estos eventos, dado que en todo proceso 





E. texto del artículo 230 de la Constitución Política de 1991 es claro en su tenor; sin embargo, a 
partir de la interpretación que de él ha realizado la Corte Constitucional, su contenido no se 
identifica con las expresiones literales del mismo. A partir de ello, puede afirmarse que ese sistema 
normativo que se define desde la Constitución se ha modificado, ha sido alterado desde el carácter 
creador del derecho de la Corte Constitucional. De tal forma que lo que se dice del texto por la 
Corte Constitucional podría no corresponderse con la claridad referida. Naturalmente al tratarse de 
la cláusula que, en cierta medida, define la jerarquización y validez del ordenamiento jurídico en 
sus diversas expresiones normativas, se hace necesario identificar el contenido del texto 
constitucional a la luz de la interpretación que ha realizado la Corte Constitucional en sus 
providencias tipo C (de Constitucionalidad), tipo U (de Unificación) y tipo T (de Tutela); un 
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El presente trabajo de grado tiene el propósito fundamental de identificar el proceso de 
evolución o retroceso que se ha tenido en el sistema de fuentes del derecho en Colombia a partir 
de la integración del sistema de fuentes del derecho en el derecho internacional. Este proceso 
parte de la realidad del texto del artículo 230 de la Constitución Política de 1991, en el cual se 
precisan dos funciones específicas para las fuentes del derecho: la primera, que les atribuye una 
cualidad de criterio directo; la segunda, que atribuye una cualidad de criterio auxiliar. 
  
Esta problemática resulta particularmente relevante porque dependiendo de la compresión de 
este sistema de fuentes se aplica una determinada fuente u otra. Así mismo, porque solo de la 
dinámica entre las distintas fuentes del derecho y su interacción es posible descubrir realmente 
cuál es el derecho que se aplica en un caso concreto, bien se trate de un control abstracto de la 
Ley, como sucede en el control de constitucionalidad que ejerce la Corte Constitucional o el 
Consejo de Estado, o bien se trate de un control concreto de constitucionalidad, como sucede 
en los casos de resolución de acciones de tutela, aunque no solo en estos eventos, dado que en 
todo proceso tramitado ante toda jurisdicción se debe ejercer este control. 
 
El texto del artículo 230 de la Constitución Política de 1991 es claro en su tenor; sin embargo, 
a partir de la interpretación que de él ha realizado la Corte Constitucional, su contenido no se 
identifica con las expresiones literales del mismo. A partir de ello, puede afirmarse que ese 
sistema normativo que se define desde la Constitución se ha modificado, ha sido alterado desde 
el carácter creador del derecho de la Corte Constitucional. De tal forma que lo que se dice del 
texto por la Corte Constitucional podría no corresponderse con la claridad referida. 
Naturalmente al tratarse de la cláusula que, en cierta medida, define la jerarquización y validez 
del ordenamiento jurídico en sus diversas expresiones normativas, se hace necesario identificar 
el contenido del texto constitucional a la luz de la interpretación que ha realizado la Corte 
Constitucional en sus providencias tipo C (de Constitucionalidad), tipo U (de Unificación) y 
tipo T (de Tutela); un estudio en el que también deberán hacerse necesarias referencias al 
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La Constitución Política del año 1991 es la máxima norma de validez del sistema normativo 
en el esquema de fuentes del derecho en Colombia. A partir de ella es posible encontrar cómo ha 
de realizarse la valoración, análisis e interacción de las distintas fuentes del derecho, la sucesión 
de manera preferente y ordenada que ha de tenerse entre una y otra fuente para su aplicación, al 
momento de resolver casos. Por esta razón y como primer momento de este asunto, la Constitución 





Los principios generales del derecho 
La Doctrina 
 
Como segundo momento, se identifica que esta relación posee una cualidad en relación a 
la fuente que debe aplicarse en forma directa al resolver los casos -antes que cualquiera otra-, y 
respecto a aquellas que le sirven con posteridad, de tal forma que a partir de este contenido se han 
de tratar a las fuentes del derecho bajo los siguientes criterios -los cuales son criterios de aplicación 
para la resolución de casos-: 
 
Criterio directo, o principal 
Criterio indirecto o segundario o complementario o auxiliar 
 
Como tercer momento, se encuentra que esta clasificación se enmarca en un contexto más 
amplio; del conjunto de fuentes que se han tratado se identifican las denominadas como fuentes 
formales del derecho, debiendo tener presente que junto a ellas se ubica la fuente material del 
derecho, la cual se identifica con los hechos de la realidad que se presentan como desarrollo mismo 




Como cuarto momento, a partir de la literalidad del texto del artículo 230, se entiende que 
esos criterios son de la actividad judicial. No es posible otro entendimiento si se tienen en cuenta 
las expresiones “Los jueces, en sus providencias…” o “…son criterios…de la actividad judicial.”, 
con lo cual podría entender que este sistema solo está dirigido a los jueces. 
 
Este análisis permite la descripción del contenido de la Constitución en este punto siendo 
posible afirmar lo siguiente: 
 
1).  Desde el artículo 230 se precisa la existencia de 5 fuentes del derecho: La Ley, La Equidad, 
La Jurisprudencia, Los principios generales del derecho y La Doctrina. 
 
2).  De estas fuentes del derecho existentes alguna de ellas se cataloga como criterio directo y 
las restantes se catalogan como criterios auxiliares. 
 
3).  Tanto las fuentes que se catalogan como criterios directos o auxiliares se comprenden dentro 
de la clasificación de fuentes formales del derecho. La fuente material del derecho es la vida 
del hombre y pasa a ser la que activa el sistema de fuentes formales. 
 
4).   Desde el texto de la Constitución el esquema de fuentes formales del derecho se desarrolla 
exclusivamente como criterios de la actividad judicial. 
 
El texto del artículo 230 es el siguiente: 
 
ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la 
ley.  
 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial. (Constitución Política, 1991) 
 
Bajo este parámetro, el texto del artículo 230 ha sido objeto de interpretación por la Corte 
Constitucional en variados pronunciamientos. Es así como es posible encontrar y afirmar como a 
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partir de la interpretación, ese contenido del referido artículo se ha modificado, alterado, al punto 
en que ese esquema es otro, bien a partir de una evolución del sistema de fuentes o respecto a una 
abierta sustitución de su contenido. 
 
Un ejemplo de ese cambio se encuentra en una reciente reforma procesal dada desde el 
artículo 7 del Código General del Proceso (Ley 1564, 2012), el cual bajo la denominación 
LEGALIDAD expresa: 
 
ARTÍCULO 7o. LEGALIDAD. Los jueces, en sus providencias, están sometidos al 
imperio de la ley. Deberán tener en cuenta, además, la equidad, la costumbre, la 
jurisprudencia y la doctrina. 
 
Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 
razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 
procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos análogos. 
 
El proceso deberá adelantarse en la forma establecida en la ley. 
 
En descripción del contenido de este estatuto procesal integrador es posible afirmar lo 
siguiente: 
 
1).  Desde el artículo 7 se precisa la existencia de 5 fuentes del derecho: La Ley, la Equidad, la 
Jurisprudencia, la Costumbre y la Doctrina. 
 
Como realidad de contraste  entre las disposiciones, se excluye de esta relación respecto 
del texto de la Constitución a los principios generales del derecho; sin embargo, a partir de un 
análisis sistemático del código se identifican en su dimensión procesal, dada la naturaleza de la 
norma en los artículos 11 y 12: 
 
ARTÍCULO 11. INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES. Al 
interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos 
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es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en 
la interpretación de las normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación 
de los principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso 
el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos 
constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 
innecesarias. 
 
ARTÍCULO 12. VACÍOS Y DEFICIENCIAS DEL CÓDIGO. Cualquier vacío en las 
disposiciones del presente código se llenará con las normas que regulen casos análogos. A 
falta de estas, el juez determinará la forma de realizar los actos procesales con observancia 
de los principios constitucionales y los generales del derecho procesal, procurando hacer 
efectivo el derecho sustancial. 
 
(Negrillas fuera del texto original) 
 
Así mismo, como realidad de este contraste la inexistente Costumbre como fuente del 
derecho en la Constitución se relaciona en el Código General del Proceso. 
 
De igual forma, aparece la doctrina probable y sobre lo cual se cuestiona: ¿Se trata de una 
nueva fuente formal del derecho? 
 
2).  De estas fuentes del derecho existentes todas ellas se catalogan como criterio directo y no 
existe catalogación de fuentes como criterios auxiliares. 
 
3).  Tanto las fuentes que se catalogan como criterios directos o auxiliares se comprenden dentro 
de la clasificación de fuentes formales del derecho. La fuente material del derecho es la vida 
del hombre y pasa a ser la que activa el sistema de fuentes formales. 
 
4).   Desde el texto del Código General del Proceso el esquema de fuentes formales del derecho 




Como se evidencia, en el año 2012 desde la Ley se incorporó una disposición que a una 
manera muy semejante a la cláusula del texto de la Constitución, desarrolló sus contenidos. Como 
consecuencia surgen diversos cuestionamientos ¿Por qué se hizo necesario desde una norma 
procesal la regulación del sistema de fuentes del derecho aplicables?, ¿No era suficiente el texto 
de la Constitución para gobernar el proceso judicial en el ámbito civil, comercial, agrario y de 
familia?, ¿Qué ha afectado el texto del artículo 230 para que la Ley deba ocuparse de este 
desarrollo que, particularmente, es materia de la Constitución? 
 
En conclusión, debe afirmarse que el objeto de estudio permitirá conocer tanto el estado 
del arte de una materia específica a partir de un estudio descriptivo, como la manera como ha sido 
interpretada la disposición para la vigencia de los derechos en sede judicial. Al final y a partir del 
análisis jurisprudencial de las providencias de la Corte Constitucional, se evidenciará la alteración 
del sistema de fuentes y su nueva realidad a partir de los pronunciamientos del máximo intérprete 
de la Constitución, en particular tratándose del conjunto de fuentes del derecho que se recepcionan 
desde el derecho internacional público, donde se encuentra la jurisprudencia internacional, la 
doctrina internacional, la equidad internacional, los principios generales del derecho reconocidos 
por las naciones civilizadas, los tratados internacionales en materia de derechos humanos, entre 




















EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD: INTEGRACIÓN DEL SISTEMA DE FUENTES 
DEL DERECHO EXTERNO AL DERECHO INTERNO 
 
1.2. Planteamiento del problema 
 
Desde el artículo 230 de la Constitución se define el esquema de fuentes del derecho que 
regula y limita el accionar de los distintos poderes públicos y, particularmente se define la manera 
como el juez ha de valorar los diferentes fundamentos de derecho que va a emplear para ejercer 
ese control del poder. Es en el artículo 230 donde se encuentra la auténtica evidencia de que el 
Estado es un sujeto de derechos dado que 1) su actividad y ejercicio se controla y 2) por cuanto 
está sometido a un sistema normativo que le precisa límites; un sistema normativo que es complejo 
y no unívoco, además de extenso y asistemático. 
 
Sin lugar a dudas el texto del artículo 230 de la Constitución ha mutado a partir de la 
interpretación que de él ha realizado la Corte Constitucional. Este cambio puede evidenciarse, con 
alguna profundidad, en la reciente reforma incluida en el Código General del Proceso, donde una 
institución como la doctrina probable se incorpora en el contexto de la institución que es objeto 
de desarrollo tratándose de los criterios que han de tenerse en la actividad judicial al momento de 
resolver casos concretos, bien porque se esté frente a un vacío o deficiencia del Código o bien 
porque el esquema de criterios directos de aplicación no sean suficientes para resolver el caso.  
 
Lo anterior, se agudiza si de la integración del sistema de fuentes del derecho internacional 
se trata, por cuanto desde allí es donde se perciben las mayores modificaciones; siendo así las 
cosas, se denotan grandes disertaciones respecto al papel que desempeñan, por ejemplo, los 
tratados internacionales, la jurisprudencia internacional, los principios generales del derecho 
reconocidos por las naciones civilizadas, entre otras expresiones del derecho internacional, 
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particularmente en materia de derechos humanos y respecto al Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. 
 
Así las cosas, es posible encontrarse con desarrollos jurisprudenciales que presentan serios 
desafíos respecto a la forma como se incorporan estas fuentes, las cuales no son expresión de la 
soberanía jurídica exclusiva del Estado colombiano y su papel dentro del esquema de fuentes 
directas o principales y de las fuentes auxiliares o secundarias o complementarias según el artículo 
230 de la Constitución Política del año 1991. El principal referente normativo en el derecho 




1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las controversias que 
le sean sometidas, deberá aplicar: 
a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas 
expresamente reconocidas por los Estados litigantes; 
b. la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como 
derecho; 
c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; 
d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las 
distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59. 
2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex aequo 
et bono, si las partes así lo convinieren. (Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, 1945). 
 
En consecuencia, solo de esta interacción se ha de descubrir el verdadero contenido del 
artículo 230 de la Constitución, siendo esta la pretensión principal del presente trabajo de grado. 
De tal forma que podrán identificarse los diferentes criterios que la jurisprudencia ha adoptado 
para integrar a los tratados internacionales, a la jurisprudencia internacional, bien desarrollen 
materia de derechos humanos o no, las decisiones de la Comisión Interamericana de Derechos 
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Humanos, entre otros referentes que desde el derecho internacional afectan el sistema de fuentes 
en Colombia. 
 
1.3. Formulación del problema 
 
¿Cómo ha sido la integración de las fuentes del derecho internacional público al sistema normativo 
de la Constitución Política de 1991, a partir del texto constitucional y la interpretación de la Corte 
Constitucional? 
 
1.4. Sistematización del problema 
 
¿Cuál es el sistema de fuentes del derecho a partir de la Constitución Política del año 1991 y los 
desarrollos legislativos respecto a la cláusula general del sistema normativo en Colombia? 
 
¿Cómo ha sido modificada la cláusula general de fuentes del derecho en Colombia a partir de la 
función interpretativa e integradora de la Corte Constitucional en ejercicio del control abstracto y 
concreto de constitucionalidad? 
 
¿Qué nuevas fuentes han sido incorporadas al sistema normativo colombiano desde el derecho 




El trabajo de grado tendrá incidencia sobre diversos actores de conformidad a la naturaleza 
misma de la cuestión: 
 
En primer lugar, frente a las administraciones públicas, por cuanto a partir de un estudio 
preliminar de la materia es posible caracterizar un sistema de fuentes que no es sistemático respecto 
al orden y jerarquización para la aplicación en la resolución de casos concretos, lo cual se agudiza 
cuando los casos se deben resolver en sede administrativa, caso en el cual no solo debe atenderse 
un principio de legalidad entendido como la Ley en sentido estricto o fuente exclusiva para resolver 
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casos en sede administrativa. En este aspecto, se explica en cierta medida cómo debe abordarse el 
estudio del sistema de fuentes aplicable para crear el acto administrativo o resilver derechos de 
petición. 
 
En segundo lugar, frente a los jueces, por cuanto de manera directa el contenido del artículo 
230 rige la actividad judicial, ya que éste le perfila tanto los criterios directos como indirectos para 
resolver los casos concretos y no dejar un caso sin resolver por no existir Ley aplicable al caso o 
por encontrarse vacíos en la legislación particular. A partir del trabajo de investigación y sus 
resultados el juez podrá identificar cómo se han alterado esa estructura que le define el aetículo 
230 de la Constitución y reevaluar el entendimiento de ese esquema de fuentes del derecho que 
califica a ciertas fuentes como principales y a otras como auxiliares. 
 
Los cambios que eventualmente se evidencien van a ilustrar una realidad que desde el texto 
de la Constitución no es posible determinar por cuanto la interpretación que la Corte Constitucional 
ha realizado no ha sido sistematizada a través de ninguna reforma al texto del artículo 230 
constitucional. En esta instancia debe decirse que aunque ninguna reforma se ha realizado sobre 
el texto de este artículo si han sido varias las propuestas que desde la doctrina, la política y la 
academia se han formulado para evidenciar la  realidad jurisprudencial del artículo denominado 
bajo la expresión criterios de la actividad judicial. 
 
De esta forma, la presente investigación toma referentes de importantes autoridades 
académicas, políticas y jurisprudenciales para construir una postura nueva, integrando todos esos 
desarrollos doctrinales y jurisprudenciales para determinar un contenido normativo que resulta ser 
especialmente relevante en el contexto de la aplicación del derecho en Colombia. 
 
Finalmente, este trabajo les resultará útil a los estudiantes, ya que tendrán a su disposición 
un claro ejemplo de lo que significa la función interpretativa e integradora del juez constitucional. 
Con toda claridad a partir del trabajo de investigación puede observarse como el juez crea el 
derecho, crea contenidos normativos a través de sus subreglas y orienta la actividad de los distintos 





1.6.1. Objetivo  general 
 
Determinar la integración de las fuentes del derecho internacional público al sistema normativo de 
la Constitución Política de 1991, a partir del texto constitucional y la interpretación de la Corte 
Constitucional. 
 
1.6.2. Objetivos específicos 
 
Identificar el sistema de fuentes del derecho a partir de la Constitución Política del año 1991 y los 
desarrollos legislativos respecto a la cláusula general del sistema normativo en Colombia. 
 
Analizar la cláusula general de fuentes del derecho en Colombia y su modificación a partir de la 
función interpretativa e integradora de la Corte Constitucional en ejercicio del control abstracto y 
concreto de constitucionalidad. 
 
Establecer las fuentes que han sido incorporadas al sistema normativo colombiano desde el 



















Fonseca Ramos, M. (1992). Las fuentes formales del derecho colombiano a partir de la nueva 
Constitución. Revista de Derecho (1), 32-45. 
 
Las fuentes formales del derecho colombiano han sido modificadas por la nueva 
Constitución. El tema de las fuentes adquiere rango constitucional sin perjuicio de que la ley pueda 
regular la materia respetando la Norma de normas. Permanecen como fuentes formales del derecho 
colombiano la ley, la costumbre y la doctrina constitucional. La equidad lo es en los eventos 
excepcionales de los arts. 116 último y 247 de la C.N. El derecho natural obra como fuente en el 
evento del Art. 93 de la C.N. La ley puede crear otras fuentes formales del derecho distintas de los 
criterios auxiliares de la actividad judicial de rango constitucional. 
 
La equidad, por regla general, la doctrina, la jurisprudencia y los principios generales del 
derecho ha  dejado de ser fuentes formales del derecho colombiano para situarse, por orden de la 
Constitución, en la categoría de los criterios auxiliares de la actividad judicial. La ley podrá 
establecer criterios auxiliares adicionales. 
 
Han quedado parcialmente derogados por la Constitución, en virtud de los dispuesto en el 
Art. 4º de la Carta y en el artículo 9 de la Ley 153 de 1887, las siguientes normas legales: Art. 8º 
de la Ley 153 de 1887, 5º, 37, numeral 8º, 38 y 435, numeral 10 del C. de P. C., 19 C.S. del T., así 
como toda norma legal que faculte al juez ordinario para fallar en equidad o para aplicar como 
fuentes formales del derecho, los principios generales del derecho, la doctrina y la jurisprudencia. 
 
Los principios generales del derecho que no haya recibido consagración legal, como es el 
caso del fraude a la ley, deberán ser objeto de tratamiento legislativo para su posible aplicación 




Se observa, salvo en el caso de los derechos humanos, un esfuerzo constitucional por 
fortalecer el dogma de la plenitud del ordenamiento jurídico. El juez dirá y declarará el derecho 
subjetivo con fundamento en el ordenamiento jurídico conformado por el derecho escrito, el 
derecho consuetudinario y la doctrina constitucional. Nunca podrá apelar al derecho judicial 
(equidad), y solo en caso de derechos inherentes a la naturaleza humana no consagrados en la 




Hernández Díaz, C. A. (2010). La Costumbre como fuente del derecho. Revista Criterio 
Jurídico Garantista , 2 (2), 142-152. 
 
El escenario de las fuentes a partir de la teoría general del derecho ofrece claridad en torno 
a cuáles tienen calidad de materiales y cuáles calidad de formales. 
 
No existe unidad de criterio en todos los ordenamientos jurídicos cuando se hace referencia 
a las fuentes formales del derecho y su utilización.  
 
No existe unidad de criterio al interior de los diferentes ordenamientos jurídicos para 
establecer cuáles fuentes tienen calidad de principales y cuáles calidad de auxiliares.  
 
En Colombia, la Constitución Política, a través de su artículo 230, intenta hacer claridad en 
torno a cuáles son las fuentes principales y cuáles tienen categoría de auxiliares, lo cual no se logra 
debido a que en el escenario actual existen fuentes que teniendo claridad de principales no se 
encuentran mencionadas en ella.  
 
La costumbre jurídica tiene calidad de fuente principal del derecho en Colombia, desde el 
año 1887.  
 
La costumbre jurídica es de creación cultural con consecuencias jurídicas, lo cual indica 
que funciona de forma inversa a la ley. (Hernández Díaz, 2010). 
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Perilla Granados, J. A. (2015). Alineación iusteórica de las fuentes del derecho comercial. 
Revista de Derecho Privado (53), 1-24. 
 
El régimen de fuentes del derecho comercial responde de manera directa a las 
características de la iusteoría anti formalista, lo cual se evidencia al analizar la forma de aplicación 
de las normas jurídicas comerciales a situaciones mercantiles. La Constitución es entendida como 
norma de normas, la cual no se limita a ser un documento estático, sino que se complementa de 
manera dinámica y permanente por el bloque de constitucionalidad y las interpretaciones que hace 
la Corte Constitucional en calidad de doctrina.  
 
A nivel legal, el régimen jurídico comercial reconoce cuatro fuentes en el mismo nivel, 
pero con jerarquías internas diferentes. Revisten igual importancia la ley comercial, el contrato 
mercantil, la costumbre comercial y la ley civil, significando que cualquier caso puede ser resuelto 
por cual- quiera de ellas a manera de fuente principal. Ahora bien, el orden para estudiar estas 
fuentes es: primero, las leyes y decretos comerciales que regulan materias específicas, para luego 
consultar aquellos que las reglamentan o las solucionan por analogía. En caso que la ley comercial 
sea insuficiente para solucionar un caso particular, se podrá́ acudir al contrato mercantil, que es 
ley para las partes y puede ser aplicado desde el contenido de cada una de sus cláusulas. Si las 
normas anteriores no fuesen suficientes, se puede aplicar la costumbre mercantil (primero la local 
y luego la nacional) que esté contenida en resoluciones administrativas de la Cámara de Comercio. 
Finalmente, se podrá́ acudir a manera de norma supletiva a la ley civil y a su analogía.  
 
En caso de duda o vacío en cualquiera de las fuentes anteriores, es posible acudir primero 
a la jurisprudencia comercial y luego a la civil. De ser necesario se puede acudir a tratados 
internacionales comerciales que hayan sido ratificados por Colombia. Acto seguido, cuentan con 
igual jerarquía los tratados internacionales mercantiles no ratificados por Colombia, la costumbre 
mercantil internacional y los principios generales del derecho comercial. Por último, y solo cuando 
las anteriores normas sean insuficientes para resolver situaciones con relevancia mercantil, es 





El derecho comercial conserva de esta manera la especialidad y la universalidad que 
rigieron su origen, representando uno de los regímenes jurídicos por excelencia anti formalista. Se 
materializa de esta manera un conglomerado de normas alineadas con los preceptos teóricos del 
actual sistema jurídico colombiano, asegurando aplicación real y efectiva a las situaciones 
prácticas, y constituyéndose en una herramienta útil para afrontar los retos que la realidad le 
plantea permanentemente al derecho. (Perilla Granados, 2015). 
 
 
Contreras Calderón, J. A. (2011). El precedente judicial en Colombia: Un análisis desde la 
teoría del derecho. Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas , 41 (115), 331-361. 
 
El deber de aplicar los precedentes de los jueces de la república es un deber jurídico de 
rango constitucional: emana de una norma de la Constitución, o al menos de cierto sentido que la 
Corte Constitucional le otorga a algunas de las disposiciones de la Carta Magna; por tanto, es un 
precedente judicial de rango constitucional. 
 
Ahora, la Constitución no ofrece ningún motivo que indique que los precedentes no 
vinculan de manera inmediata y, no obstante ello, por disposición legal, los precedentes judiciales 
–exceptuando por supuesto los de la Corte Constitucional– sólo vinculan cuando hayan sido 
reiterados por el mismo juez o Tribunal en al menos tres de sus providencias.  
 
La razón de esto es clara: el único sentido constitucional del artículo 4° de la Ley 169 de 
1896 sería aquél según el cual “tres decisiones uniformes dadas por los jueces de la república sobre 
un mismo punto de derecho constituye doctrina probable, y los jueces deberán aplicarla”.  
 
Dos consecuencia lógicas se derivan de lo anterior: primero, que el legislador está 
constitucionalmente facultado para establecer cuántas providencias se requieren para que los 
precedentes sean vinculantes – exceptuando los de la Corte Constitucional que obligarán siempre 
de manera inmediata–; segundo, si dicha norma legal fuera derogada total o parcialmente, el deber 
de aplicar el precedente aun subsistiría, por mandato de la Constitución, y en adelante todo 




Un ejemplo de esto último se encuentra en el artículo 102 del nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011–, que aún 
no ha entrado en vigencia.  
 
ARTÍCULO 102. EXTENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE 
ESTADO A TERCEROS POR PARTE DE LAS AUTORIDADES. Las autoridades deberán 
extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo 
de Estado, en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los 
mismos supuestos fácticos y jurídicos.  
 
Para tal efecto el interesado presentará petición ante la autoridad legalmente competente para 
reconocer el derecho, siempre que la pretensión judicial no haya caducado. Dicha petición 
contendrá́, además de los requisitos generales, los siguientes: (...).  
 
Esto significa entonces que a partir del 2 de junio del año 2012, fecha en que entrará a regir 
la Ley 1437 de 2011, no sólo los precedentes emanados de la Corte Constitucional, sino además 
los de las sentencias de unificación emitidas por el Consejo de Estado, obligarán de forma 
inmediata; los demás precedentes judiciales, luego de haberse reiterado en tres providencias. 
(Contreras Calderón, 2011). 
 
 
Gutiérrez Torres, J. C. (2016). El precedente judicial como fuente formal y material del 
procedimiento administrativo colombiano. Revista Pensamiento Jurídico (44), 135-160. 
 
Colombia adoptó como suyas figuras jurídicas que pertenecían a sistemas jurídicos 
diferentes al nuestro, integrándolas y desvirtuando la posición única y dominante que ejercía la ley 
en sentido formal, en palabras de Norberto Bobbio (1987): 
 
Los ordenamientos jurídicos se componen de una miríada de normas que no provienen de 
una fuente exclusiva o única, y que generalmente operan a través de lo que él denomina 
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ordenamientos jurídicos complejos. En todo ordenamiento el último punto de referencia de toda 
norma es el poder originario, es decir, el poder más allá del cual no existe otro poder sobre el cual 
justificar el ordenamiento jurídico. El poder originario, una vez constituido, crea para sí mismo, 
nuevos centros de producción jurídica, atribuyendo a los órganos ejecutivos el poder de producir 
normas integradoras subordinadas a la legislación (p. 158). 
 
Es decir, las fuentes del Derecho no solamente son los actos y los hechos de los cuales 
depende la producción de normas jurídicas, sino también los actos y hechos jurídicos de los cuales 
se hace depender la producción de normas que regulan el modo como se han de producir las reglas. 




Árias García, F. (2012). Valor vinculante de las sentencias de unificación del Consejo de 
Estado: ¿Una alteración al sistema de fuentes del derecho en el proceso contensioso 
administrativo? Revista Principia Iuris (17), 128-146. 
 
No se altera el sistema de fuentes del derecho colombiano frente a la implementación del 
carácter vinculante de las sentencias de unificación emanadas del Consejo de Estado pues el 
concepto “imperio de la ley” contenido en el artículo 230 de la C.P., al que están sujetas las 
autoridades administrativas y judiciales, no solo comprende formalmente la norma constitucional 
y legal, sino la interpretación jurisprudencial de los máximos órganos judiciales.  
 
La estructuración de un trámite de extensión de las sentencias de unificación del Consejo 
de Estado, puede tener una vasta incidencia en la descongestión de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa en la medida en que temas como la reliquidación y reconocimiento de pensiones, 
prestaciones sociales y salariales, daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños 
a reclusos, conscriptos, conflictos tributarios o aduaneros, han sido suficientemente decantados 
por la Jurisprudencia, con lo que se tiene, que si la administración aplica lo derroteros establecidos 
por los órganos de cierre de lo contencioso administrativo, puede evitarse en buena medida que se 




La consolidación de la fuerza vinculante de las sentencias de unificación del Consejo de 
Estado y de las sentencias interpretativas de la Corte Constitucional no alteran el sistema de fuentes 
del derecho establecida en el artículo 230 de la C.P. porque lo que se hace es volver vinculante la 
interpretación que de la Ley haga la sentencia de unificación del Consejo de Estado, volviendo 
vinculante la mirada de la Ley y no la sentencia entendida como un elemento independiente a lo 
que interpreta.  
 
En un “estado de cosas” donde el ejecutivo, el legislativo y los medios de comunicación 
discuten la conveniencia de los fallos judiciales, ejerciendo una indebida presión frente a los 
operadores judiciales, el precedente pone a salvaguarda a los jueces porque genera un parámetro 
objetivo de obedecimiento al superior. (Árias García, 2012) 
 
 
González Jácome, J. (2006). El problema de las fuentes del derecho: una perspectiva desde 
la argumentación jurídica. Revista Vniversitas (112), 265-293. 
 
El debate en torno a las fuentes del derecho ha tenido una marcha algo incoherente. 
Mientras desde la academia se expone permanentemente la idea de una jerarquía ordenada de las 
mismas, la práctica nos muestra que hay usos de las fuentes muy diversos. En este artículo he 
identificado tres tipos de prácticas con respecto a las fuentes: una que utiliza directamente autores 
políticos o filosóficos lo cual muestra las convicciones del fallador. Otra que acude a lo que 
tradicionalmente se ha conocido como las fuentes del derecho existiendo un desacuerdo sobre su 
jerarquización y el peso que tendría en el caso por caso. Por último, quise presentar un modelo en 
el cual la fuente tradicional desaparece, tampoco está la cita a autores sino que se presenta con el 
reconocimiento expreso de un valor subjetivo como la tranquilidad.  
 
El debate en torno a las fuentes del derecho ha tenido una marcha algo incoherente. 
Mientras desde la academia se expone permanentemente la idea de una jerarquía ordenada de las 
mismas, la práctica nos muestra que hay usos de las fuentes muy diversos. En este artículo he 
identificado tres tipos de prácticas con respecto a las fuentes: una que utiliza directamente autores 
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políticos o filosóficos lo cual muestra las convicciones del fallador. Otra que acude a lo que 
tradicionalmente se ha conocido como las fuentes del derecho existiendo un desacuerdo sobre su 
jerarquización y el peso que tendría en el caso por caso. Por último, quise presentar un modelo en 
el cual la fuente tradicional desaparece, tampoco está la cita a autores sino que se presenta con el 
reconocimiento expreso de un valor subjetivo como la tranquilidad.  
 
El debate en torno a las fuentes del derecho ha tenido una marcha algo incoherente. 
Mientras desde la academia se expone permanentemente la idea de una jerarquía ordenada de las 
mismas, la práctica nos muestra que hay usos de las fuentes muy diversos. En este artículo he 
identificado tres tipos de prácticas con respecto a las fuentes: una que utiliza directamente autores 
políticos o filosóficos lo cual muestra las convicciones del fallador. Otra que acude a lo que 
tradicionalmente se ha conocido como las fuentes del derecho existiendo un desacuerdo sobre su 
jerarquización y el peso que tendría en el caso por caso. Por último, quise presentar un modelo en 
el cual la fuente tradicional desaparece, tampoco está la cita a autores sino que se presenta con el 
reconocimiento expreso de un valor subjetivo como la tranquilidad. (González Jácome, 2006) 
 
 
Estrada Vélez, S. (2016). Los principios generales del derecho en el artículo 230 de la 
Constitución Política. ¿Normas morales o normas jurídicas? Revista Opinión Jurídica , 15 
(30), 47-66. 
 
Del estudio a la sentencia C-083 de 1995, se pueden formular las siguientes inferencias:  
 
Al interpretar la expresión “principios generales del derecho” en el artículo 230 de la C. P., 
la Corte Constitucional optó por una noción de principios como normas extrasistemáticas que poco 
favor presta a la incorporación y aplicación directa de los principios jurídicos, desestimando su 
carácter de normas jurídicas que cumplen una función validadora, legitimadora y fundamentadora 
de derechos funda- mentales.  
 
A partir de criterios como su naturaleza (jurídica) y funciones dentro del ordenamiento 
jurídico (fundamento de derechos fundamentales, criterios de validez material de las restantes 
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normas del ordenamiento, concreción de valores, límites al ejercicio del poder, principal razón de 
la decisión en las sentencias de las altas cortes), es posible sostener que todos los principios 
integran el bloque de constitucionalidad.  
 
No es posible comprender la naturaleza y funciones de los principios en el Estado social de 
derecho a partir de la sola lectura de la sentencia C-083 de 1995. Existen decisiones (T-406 de 
1992, C-067 de 2003) en las que se indica que son normas jurídicas que fundamentan la validez 
de las restantes normas del ordenamiento y permiten justificar su incorporación al bloque de 
constitucionalidad.  
 
Si todos los principios son, desde un punto de vista racional, resultado de un proceso 
generalizador inductivo (analogía iuris), resulta difícil establecer diferencias entre los principios 
constitucionales y los principios infra constitucionales a partir de un criterio jerárquico o formal 
soportado en su consagración o no en el texto de la Constitución o de la ley.  
 
La expresión principios generales del derecho es ambigua y se refiere a dos nociones: 
principios de derecho natural y principios jurídicos o de derecho positivo. De las dos, la que más 
se ajusta a los fines del Estado social es la segunda en tanto que los asume como normas 
prevalentes sobre las restantes del ordenamiento, fundamento de derechos fundamentales y límites 
al ejercicio del poder.  
 
La Corte debe, en aras de facilitar el ejercicio de la función jurisdiccional, expedir una 
sentencia de unificación en la que se señalen las diferentes nociones de principios y su función en 
el Estado constitucional y social de derecho colombiano. Asumir, tal como lo indica la sentencia 
C-083 de 1995, que los principios son normas extrasistemáticas sería desconocer no solo su 
naturaleza o carácter jurídico, sino la condición de criterios de validez de las restantes normas del 
ordenamiento.  
 
Existen razones suficientes para afirmar que en el Estado constitucional no es posible 
confundir los principios jurídicos con los principios de derecho natural. No puede ser parte del 
derecho natural el conjunto de principios rectores de cada área del derecho que el mismo legislador 
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considera prevalentes sobre las restantes normas, menos cuando se erigen en principal argumento 
de decisión (ratio) en la jurisprudencia de las altas cortes, límites de hierro al ejercicio del poder, 
fundamento de los derechos fundamentales y criterios de validez material.  
 
La noción de principios como normas de derecho natural o extrasistemáticas lacera la 
función de los principios jurídicos como criterios de determinación de la validez material de las 
restantes normas del ordenamiento jurídico y no es coherente con la voluntad del constituyente en 
la medida que este quería hacer de los principios jurídicos límites de hierro al ejercicio del poder 
y criterios de control de la actividad jurisdiccional.  
 
Según lo expuesto, son muchas las tareas que debe asumir la comunidad jurídica con miras 
a la promoción de los principios jurídicos entendidos como principal paradigma normativo en el 
Estado social de derecho: la Corte Constitucional, unificando la jurisprudencia en relación con los 
principios jurídicos; los académicos realizando más investigación sobre el tema a la luz del 
contexto colombiano; las instituciones de Educación Superior, promoviendo la enseñanza de la 
principialística, y los jueces, superando el temor al prevaricato en la aplicación de los principios. 
(Estrada Vélez, 2016) 
 
 
Serrano Gómez, R. (2007). La jurisprudencia frente a las fuentes del derecho. Revista Temas 
Sociojurídicos , 25 (52), 53-68. 
 
La constitución política colombiana estableció en su artículo 230 un orden de aplicación 
de las fuentes del derecho donde la ley es fuente principal de derecho. Esta posición es la misma 
que adoptó en el siglo XIX el legislador. Sin embargo, la misma jurisprudencia por medio de 
pronunciamientos de la Corte Constitucional ha dado una nueva aplicación a la vieja doctrina 
probable por medio de la figura del precedente jurisprudencial que en últimas implica una 
alteración del orden constitucional de las fuentes. Hoy en días, los operadores jurídicos deben 
admitir el peso del precedente bajo el riesgo de que sus sentencias sean atacadas en tutela por 
violación al principio de igualdad. La vía de hecho es un argumento de construcción 
jurisprudencial que hoy en día hace reflexionar a los operadores jurídicos sobre el nuevo papel de 
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la jurisprudencia cono fuente de derechos. 
 
Las restantes fuentes del derecho no han corrido con la misma profusión y permanecen 
como meros criterios auxiliares, sin mayores discusiones, aparte de algunas voces doctrinales 
extranjeras. Algunas fuentes han sido adicionadas, como el contrato y la teoría de los derechos 
aparentes; sin embargo, su estrecha relación con la ley no les da categoría independiente entre las 
fuentes. 
 
A raíz del desarrollo de la teoría del precedente jurisprudencial y las continuas referencias 
que hace la Corte Constitucional a su obligatoriedad y al respeto a la ratio decidendi, nuestro 
sistema de derecho afronta una transición del sistema neo germánico al nuevo derecho 
jurisprudencial. Dependerá de la claridad con que se identifique el precedente y de la coherencia 
en su aplicación la no vulneración del principio de seguridad jurídica. 
 
Este empeño, sin embargo, no garantiza que la división de funciones entre las ramas del 
poder público se mantenga en su estricta naturaleza, tal y como se previó en épocas de la 
codificación. (Serrano Gómez, 2007) 
 
 
Yañez Meza, D. A. (2017). El derecho al reajuste pensional de la Ley 6 del año 1992: un 
dilema jurídico para la administración pública territorial desde el derecho de los jueces. 
Revista Advocatus , 15 (28), 45-77. 
 
En múltiples puntos de derecho, la indeterminación del derecho propia al derecho de los 
jueces no se soluciona aunque se realicen estudios de línea jurisprudencial que permitan establecer 
un precedente y definir la doctrina probable. Sin duda, la sistematización de los puntos de derecho 
desde la jurisprudencia trae consigo numerosas barreras, entre otras: i) a partir de las dificultades 
en la identificación del nicho citacional, ii) las contradicciones existentes entre las distintas 
jurisdicciones sobre un mismo punto de derecho, iii) las contradicciones existentes entre la misma 
jurisdicción sobre un mismo punto de derecho, iv) la falta de decisión legislativa, entorno a cuántas 
decisiones sobre un mismo punto de derecho deben existir en Colombia para que se configure 
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doctrina probable en la providencia del juez y conforme a la realidad en el número de decisiones 
que por año profieren nuestras altas cortes, v) la ausencia de análisis fundados y detallados en 
algunas decisiones del juez que permitan identificar subreglas claras en la resolución de los casos. 
(Yañez Meza, 2017). 
 
2.2. Bases teóricas 
 
Las bases teóricas del objeto de investigación se identifican a partir de la existencia de dos 
ordenamientos jurídicos que pueden ser claramente diferenciables desde el sistema normativo 
interno (colombiano) y el sistema normativo existente desde el derecho internacional público. 
Desde esta perspectiva, estos dos esquemas describen las bases teóricas del trabajo de grado. Así 
las cosas se tiene lo siguiente: 1) Sistema normativo de la Constitución Política de 1991; 2) Sistema 
normativo de la Constitución Política de 1991 y su interacción con el sistema normativo externo; 
3) Los dos ordenamientos del sistema de fuentes del derecho: orden interno y orden externo. 
 
Sistema normativo de la Constitución Política de 1991 
 
La expedición de la nueva Constitución de 1991 tuvo como resultado el reemplazo del viejo 
ordenamiento constitucional, y por lo tanto creando un nuevo sistema normativo. En primer se 
destaca como introducción la complejidad del sistema, la cual se hace evidente ya que modelos 
existentes como la denominada pirámide de Kelsen son insuficientes para catalogar las normas 
jurídicas que hacen parte del sistema colombiano como los tratados internacionales. En primer 
lugar respecto a las normas de rango constitucional, como la misma Constitución, los derechos 
fundamentales y las normas de reforma constitucional. En segundo lugar se consideran las 
decisiones ciudadanas, teniendo en cuenta la dificultad que presentan en su ubicación jerárquica 
dentro del sistema normativo. Las decisiones ciudadanas que se tienen en consideración son la 
consulta popular nacional, el referendo derogatorio, la consulta popular local y el referendo 
derogatorio de consultas populares, partiendo del supuesto que éstos son mecanismos típicos de la 
democracia. En tercer lugar se presenta la categoría de normas legales, la cual enmarca los tratados 
internacionales y diferentes clases de leyes. Por último existen las normas reglamentarias 




Sistema normativo de la Constitución Política de 1991 y su interacción con el sistema 
normativo externo 
 
Colombia se encuentra indefectiblemente unida a las dinámicas del Derecho Internacional 
y la globalización. La fórmula seleccionada por el constituyente primario al erigir a la República 
de Colombia como un Estado Social de Derecho es perfectamente compatible con los cambios que 
desde el derecho de los Estados se impulsan en materia de protección de los derechos humanos en 
los Estándares Internacionales en Materia de Derechos Humanos. 
 
La valoración probatoria en el derecho internacional y los parámetros aplicables por el Juez 
en éste contexto, trae para su convencimiento un conjunto de elementos que le permite 
dimensionar, con mayor exactitud, los instrumentos adaptables al momento de valorar hechos 
(objeto de prueba en el caso concreto), lo cual no sucede respecto del derecho interno que 
encuentra un impedimento mayúsculo frente a instituciones como la del bloque de 
constitucionalidad. 
 
La institución del bloque de constitucionalidad, aunque importante y de relevancia para 
poder entender que los tratados internacionales son vinculantes y que deben aplicarse, ya cumplió 
su función. Lo anterior, dadas sus imposibilidades en cuanto a su contenido y poca flexibilidad 
frente al pragmatismo que desde el derecho internacional se ofrece a través de los instrumentos de 
soft law, se inicia con éste concepto entonces la constitución de una montaña y piedra a la manera 
del Mito de Sísifo, en donde no resulta nada fácil la vigencia de los estándares internacionales. 
 
La evidencia de la incorporación gradual, a manera de semejanza, como acontece en el 
caso de la República Alemana y su Código Penal independiente en cuanto a los delitos 
internacionales, de los estándares internacionales en materia de derechos humanos y su utilidad 
para la valoración de otras normas, además de hechos, al caso colombiano se vislumbra en el 
examen de constitucionalidad realizado sobre la Ley 975 del año 2005 a través de la Sentencia de 
Constitucionalidad 370 del año 2006, en donde la Corte Constitucional exploró su 
constitucionalidad no a la luz del bloque de constitucionalidad, sino bajo la institución de los 
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estándares internacionales en materia de derechos humanos. Constitucionalidad que en 
comparación a la aplicación de las premisas del bloque resulta ajustada con mayor precisión a los 
postulados de justicia, garantismo, y protección eficaz de los derechos. 
 
Cuando una persona va a ser juzgada por un organismo internacional, ese juzgamiento no 
va a ser calificado de conformidad con el Tratado suscrito, sino en concordancia con los Estándares 
Internacionales en materia de Derechos Humanos. Realidad que acontece, con mayor énfasis, en 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos que en sus decisiones persistentemente reflexiona 
acerca del corpus iuris en materia de derecho internacional de los derechos humanos, que ofrece 
mayores elementos para valorar los hechos materia de investigación y su prueba, como se indicó, 
flexible y pragmática. 
 
El artículo 230 de la Constitución interpretado en un momento histórico a la luz del 
concepto del Bloque de Constitucionalidad, ante la evolución propia del derecho como ciencia 
social debe ser interpretado a la luz de los Estándares Internacionales en Materia de Derechos 
Humanos. (Yañez Meza & Yañez Meza, 2012) 
 
Los dos ordenamientos del sistema de fuentes del derecho: sistema dualista y sistema monista 
 
13. Dualismo. El estudio de la integración del derecho internacional fue iniciado por la 
doctrina dualista. Su punto de partida es la falta de toda relación sistemática entre el derecho 
internacional y los derechos nacionales. Sostiene que no existe entre ambos órdenes una relación 
de primacía, derivando de ahí que las normas de uno de ellos no sean aplicables en el otro, por el 
solo hecho de su existencia. Así, para ser aplicables por jueces y tribunales, las normas de derecho 
internacional tendrían que ser objeto de un acto de voluntad del legislador estatal que las 
transforme en normas de derecho interno. El acto de transformación supone la creación de la norma 
a cargo del sistema estatal de fuentes. En dicha línea de razonamiento, es conceptualmente 
imposible que para un juez nacional aparezcan antinomias entre normas internacionales e internas, 
y que jueces internacionales reconozcan el carácter normativo del derecho interno. Este fue el 




14. Monismo. La frase integran el derecho nacional dice de la filiación monista del artículo 
propuesto. El monismo es la respuesta doctrinal a los postulados dualistas. Su principio base es la 
unidad del derecho internacional y los derechos nacionales, lo que luego le permite concluir en la 
primacía del derecho internacional. Al momento, es la interpretación más satisfactoria de las 
relaciones de derecho positivo entre normas internacionales y nacionales. Así, la función esencial 
del derecho internacional es delimitar los ámbitos de validez de los derechos nacionales. En sus 
primeros escritos, Kelsen llegó a negar la existencia jurídica del derecho interno antinómico con 
el internacional. Posteriormente, este postulado se vio atenuado al sostener que la norma de 
derecho interno contraria al derecho internacional no es nula de origen, sino válida y vigente, pero 
cuya existencia, contraria al orden de primacía, acarrea la responsabilidad internacional del Estado. 
Puesto que para el derecho internacional el derecho nacional es un mero hecho, sólo le resulta 
relevante en tanto merece una calificación normativa que, en términos elementales, se reduce a 
identificar su conformidad o disconformidad con el orden internacional. La determinación de 
licitud o ilicitud es, precisamente, el resultado de la calificación normativa de los hechos. Por eso 
es que un precepto de derecho interno que resulte contrario al derecho internacional exista, pues 
una consecuencia de su existencia es que normativamente se lo pueda calificar de ilícito e imputar 
al Estado de origen la respectiva responsabilidad internacional. De manera que para el monismo 
no se requiere la transformación de las normas de derecho internacional, por cuanto su sola 
existencia ya determina su integración; con lo que son directamente aplicables por jueces y 




Recepción del sistema externo en la jurisprudencia nacional en Colombia 
 
El control de convencionalidad consiste en el examen jurídico que se realiza para 
determinar la armonía entre el ordenamiento jurídico interno y las disposiciones de la CADH, lo 
cual se traduce en un ejercicio hermenéutico, un análisis que pretenderá determinar si hay violación 
o no de lo pactado en la CADH. Entendido así, el ejercicio de este control conllevará a que se 
tomen las medidas correctivas necesarias, dentro del ámbito de competencia del órgano que lo 
ejerce, para remediar esta situación, por ejemplo, inaplicar una norma cuyo alcance es contrario a 
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la CADH o buscar la reparación de un derecho vulnerado, todo ello con miras a amparar los 
Derechos Humanos violados por el actuar estatal, ya sea en abstracto –por la creación de normas 
contrarias a las disposiciones convencionales– o en concreto –por las acciones y omisiones de los 
agentes estatales–. 
 
En cuanto al Consejo de Estado, se refleja en esta corporación una alta recepción del control 
de convencionalidad, pues en sus decisiones no solo ha desarrollado nociones básicas sobre el 
mismo, sino que se ha llamado a sí mismo “juez convencional”, ha denominado sus providencias 
como “sentencias convencionales” e, incluso, ha exhortado a la aplicación de las normas de 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en especial la CADH. Así mismo, esta recepción 
ha trascendido de la mera inclusión del término en la jurisprudencia contencioso administrativa, 
llegando a la fundamentación jurídica de las sentencias en la CADH y la jurisprudencia de la Corte 
IDH; al reconocimiento expreso del ejercicio del mismo; y al ajuste del control estudiado, a través 
de instituciones del derecho colombiano, como la excepción de constitucionalidad y el estado de 
cosas inconstitucional, pero bajo la óptica del principio convencional, siendo visto éste como una 
herramienta para la concreción de la justicia y de los estándares internacionales en el ordenamiento 
jurídico colombiano y como principio orientador del actuar judicial. (Sánchez Vallejo, 2015) 
 
El valor de la jurisprudencia en el sistema interamericano de derechos humanos 
 
El Derecho Internacional y el Derecho Interno tienen modos diferentes de encarar el 
problema de la obligatoriedad de las decisiones internacionales. Por una parte, la Convención 
Americana es clara en el sentido de que, para las partes en litigio, la decisión debe cumplirse. Por 
otra parte, los derechos internos, al incorporar internamente la Convención - que contiene la 
cláusula de obligatoriedad de las decisiones del tribunal– se vinculan no solamente a las 
autoridades internacionales, sino también a las autoridades internas. 
 
Aunque se perciba, de manera general, una disposición a cumplir las decisiones, de vez en 
cuando ciertos casos complejos ponen a prueba el cumplimiento de las decisiones de la Corte 




Tales tensiones pueden aumentar en el caso de que se consolide en la Corte la comprensión 
de que el control de convencionalidad implica la obligación de que todos los Estados que aceptan 
la competencia contenciosa del tribunal cumplan la totalidad de su jurisprudencia, so pena de ser 
responsabilizados internacionalmente. Este intento de hacer con que todas las decisiones judiciales 
en el ámbito del sistema interamericano tengan efectos erga omnes acarrea problemas porque 
insiste en un modelo jerárquico de supremacía del derecho internacional que, muchas veces, puede 
generar paradojas. 
 
Es importante pensar en modos alternativos de preservar la autoridad de las decisiones de 
la Corte Interamericana sin imponer al juez interno, por la obligación de realizar el control de 
convencionalidad, el cumplimiento de toda la jurisprudencia del tribunal internacional. El recurso 
a la teoría social y a las investigaciones empíricas son, seguro, importantes instrumentos para 
pensar de qué modo se podría establecer un diálogo u otro tipo de conversación entre instituciones 
internas e internacionales con el n de acomodar los más diversos intereses y valores. 
 
El valor de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos está, por 
tanto, mucho más a favor abordar este tema bajo la perspectiva del estímulo a la conversación y al 
diálogo, que de tratarlo bajo la imposición de un modelo jerárquico que de forma recurrente lleva 
a transitar por caminos indisolubles en las relaciones entre del derecho internacional y el derecho 
interno. (Bandeira Galindo, Sin fecha) 
 
2.3. Bases legales 
 
Las bases legales se toman a partir de las diferentes expresiones de Ley que han 
desarrollado o injerido en el sistema normativo de la Constitución Política de 1991 y posturas 
doctrinales que han contribuido al debate académico para el entendimiento e interacción de las 
fuentes del derecho. De tal forma que se evidencian fuentes de Ley y la doctrina: 
 
2.3.1. Ley 153 de 1887 




ARTÍCULO 10. En casos dudosos, los Jueces aplicarán la doctrina legal más probable. Tres 
decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como Tribunal de Casación, sobre un 
mismo punto de derecho, constituyen doctrina legal más probable. (Ley 153, 1887) 
  
2.3.2. Ley 105 de 1890 
“Sobre reformas a los procedimientos judiciales” 
 
ARTÍCULO 371. Es doctrina legal la interpretación que la Corte Suprema dé a unas 
mismas leyes en dos decisiones uniformes. También constituyen doctrina legal las 
declaraciones que la misma Corte haga en dos decisiones uniformes para llenar los vacíos 
que ocurran, es decir en fuerza de la necesidad de que una cuestión dada no quede sin 
resolver por no existir leyes apropiadas al caso. (Ley 105, 1890) 
 
2.3.3. Ley 169 de 1896 
“Sobre reformas judiciales” 
 
ARTÍCULO 4o. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de 
Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces 
podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en 
caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores. (Ley 169, 1896) 
 
2.3.4. Constitución Política de 1991 
“Por medio de la cual el pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, 
y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar... decreta, sanciona, y promulga 
la Constitución Política de Colombia” 
 
ARTICULO  230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la 
ley. 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 




2.3.5. Ley 1340 de 2009 
“Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la competencia” 
 
Artículo 24. Doctrina Probable y Legítima Confianza. La Superintendencia de Industria 
y Comercio deberá compilar y actualizar periódicamente las decisiones ejecutoriadas que se 
adopten en las actuaciones de protección de la competencia. Tres decisiones ejecutoriadas 
uniformes frente al mismo asunto, constituyen doctrina probable. (Ley 1340, 2009). 
 
2.3.6. Ley 1395 de 2010 
“Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial” 
 
Artículo 114. Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer y pagar 
pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o 
comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, 
conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o 
expedición de actos administrativos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que 
en materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se 
hubieren proferido en cinco o más casos análogos. 
 
2.3.7. Ley 1437 de 2011 
“Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo” 
 
ARTÍCULO 10. DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA 
JURISPRUDENCIA. Al resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán 
las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a 
situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al 
adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de 





Artículo 102. Extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte 
de las autoridades. Las autoridades deberán extender los efectos de una sentencia de 
unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, en la que se haya reconocido 
un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismos supuestos fácticos y jurídicos.  
 
Para tal efecto el interesado presentará petición ante la autoridad legalmente competente para 
reconocer el derecho, siempre que la pretensión judicial no haya caducado. Dicha petición 
contendrá, además de los requisitos generales, los siguientes:  
 
1. Justificación razonada que evidencie que el peticionario se encuentra en la misma 
situación de hecho y de derecho en la que se encontraba el demandante al cual se le reconoció 
el derecho en la sentencia de unificación invocada.  
 
2. Las pruebas que tenga en su poder, enunciando las que reposen en los archivos de la 
entidad, así como las que haría valer si hubiere necesidad de ir a un proceso.  
 
3. Copia o al menos la referencia de la sentencia de unificación que invoca a su favor.  
Si se hubiere formulado una petición anterior con el mismo propósito sin haber solicitado la 
extensión de la jurisprudencia, el interesado deberá indicarlo así, caso en el cual, al resolverse 
la solicitud de extensión, se entenderá resuelta la primera solicitud.  
 
La autoridad decidirá con fundamento en las disposiciones constitucionales, legales y 
reglamentarias aplicables y teniendo en cuenta la interpretación que de ellas se hizo en la 
sentencia de unificación invocada, así como los demás elementos jurídicos que regulen el 
fondo de la petición y el cumplimiento de todos los presupuestos para que ella sea 
procedente.  
 
Esta decisión se adoptará dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción, y las 




1. Exponiendo las razones por las cuales considera que la decisión no puede adoptarse sin 
que se surta un período probatorio en el cual tenga la oportunidad de solicitar las pruebas 
para demostrar que el demandante carece del derecho invocado. En tal caso estará obligada 
a enunciar cuáles son tales medios de prueba y a sustentar de forma clara lo indispensable 
que resultan los medios probatorios ya mencionados.  
 
2. Exponiendo las razones por las cuales estima que la situación del solicitante es distinta a 
la resuelta en la sentencia de unificación invocada y no es procedente la extensión de sus 
efectos.  
 
3. Exponiendo clara y razonadamente los argumentos por los cuales las normas a aplicar no 
deben interpretarse en la forma indicada en la sentencia de unificación. En este evento, el 
Consejo de Estado se pronunciará expresamente sobre dichos argumentos y podrá mantener 
o modificar su posición, en el caso de que el peticionario acuda a él, en los términos del 
artículo 269.  
 
Contra el acto que reconoce el derecho no proceden los recursos administrativos 
correspondientes, sin perjuicio del control jurisdiccional a que hubiere lugar. Si se niega total 
o parcialmente la petición de extensión de la jurisprudencia o la autoridad guarda silencio 
sobre ella, no habrá tampoco lugar a recursos administrativos ni a control jurisdiccional 
respecto de lo negado. En estos casos, el solicitante podrá acudir dentro de los treinta (30) 
días siguientes ante el Consejo de Estado en los términos del artículo 269 de este Código.  
 
La solicitud de extensión de la jurisprudencia suspende los términos para la presentación de 
la demanda que procediere ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
Los términos para la presentación de la demanda en los casos anteriormente señalados se 
reanudarán al vencimiento del plazo de treinta (30) días establecidos para acudir ante el 
Consejo de Estado cuando el interesado decidiere no hacerlo o, en su caso, de conformidad 




Artículo 269. Procedimiento para la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado 
a terceros. Si se niega la extensión de los efectos de una sentencia de unificación o la 
autoridad hubiere guardado silencio en los términos del artículo 102 de este Código, el 
interesado podrá acudir ante el Consejo de Estado mediante escrito razonado, al que 
acompañará la copia de la actuación surtida ante la autoridad competente.  
 
Del escrito se dará traslado a la administración demandada por el plazo de treinta (30) días 
para que aporte las pruebas que considere. La administración podrá oponerse por las mismas 
razones a que se refiere el artículo 102 de este Código.  
 
Vencido el término de traslado referido anteriormente, se convocará a una audiencia que se 
celebrará en un plazo máximo de quince (15) días contados a partir de la notificación a las 
partes; en dicha audiencia se escuchará a las partes en sus alegatos y se adoptará la decisión 
a que haya lugar.  
 
Si la solicitud se estima procedente, el Consejo de Estado ordenará la extensión de la 
jurisprudencia y el reconocimiento del derecho a que hubiere lugar. Esta decisión tendrá los 
mismos efectos del fallo aplicado.  
 
Sin embargo, si la extensión del fallo implica el reconocimiento de un derecho patrimonial 
al peticionario, que deba ser liquidado, la liquidación se hará mediante el trámite incidental 
previsto para la condena in genere y el escrito que lo promueva deberá ser presentado por el 
peticionario, ante la autoridad judicial que habría sido competente para conocer la acción 
que dio lugar a la extensión de la jurisprudencia, dentro de los treinta (30) días siguientes a 
la ejecutoria de la decisión del Consejo de Estado.  
 
Si el mecanismo para la reclamación del derecho sustancial fuera el de nulidad y 
restablecimiento del derecho, negada la solicitud se enviará el expediente a la autoridad 
administrativa para que resuelva el asunto de fondo, según las reglas generales, si no lo 
hubiere decidido con anterioridad. Si ya existiere decisión administrativa de fondo, o si el 
mecanismo judicial para la reclamación fuere diferente al de la pretensión de nulidad 
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restablecimiento del derecho, con la ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado se 
reanudará el término para demandar, conforme a las reglas establecidas para la presentación 
de la demanda. 
 
Artículo 270. Sentencias de unificación jurisprudencial. Para los efectos de este Código 
se tendrán como sentencias de unificación jurisprudencial las que profiera o haya proferido 
el Consejo de Estado por importancia jurídica o trascendencia económica o social o por 
necesidad de unificar o sentar jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos 
extraordinarios y las relativas al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A 
de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009. 
 
Artículo 271. Decisiones por importancia jurídica, trascendencia económica o social o 
necesidad de sentar jurisprudencia. Por razones de importancia jurídica, trascendencia 
económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia, que ameriten la expedición de una 
sentencia de unificación jurisprudencial, el Consejo de Estado podrá asumir conocimiento 
de los asuntos pendientes de fallo, de oficio o a solicitud de parte, o por remisión de las 
secciones o subsecciones o de los tribunales, o a petición del Ministerio Público. 
 
En estos casos corresponde a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado dictar sentencias de unificación jurisprudencial sobre los asuntos que provengan de 
las secciones. Las secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado dictarán sentencias de unificación en esos mismos eventos en relación con los asuntos 
que provengan de las subsecciones de la corporación o de los tribunales, según el caso.  
 
Para asumir el trámite a solicitud de parte, la petición deberá formularse mediante una 
exposición sobre las circunstancias que imponen el conocimiento del proceso y las razones 
que determinan la importancia jurídica o trascendencia económica o social o a necesidad de 
unificar o sentar jurisprudencia. Los procesos susceptibles de este mecanismo que se 
tramiten ante los tribunales administrativos deben ser de única o de segunda instancia. En 
este caso, la solicitud que eleve una de las partes o el Ministerio Público para que el Consejo 
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de Estado asuma el conocimiento del proceso no suspenderá su trámite, salvo que el Consejo 
de Estado adopte dicha decisión.  
 
La instancia competente decidirá si avoca o no el conocimiento del asunto, mediante auto no 
susceptible de recursos. 
 
2.3.7. Ley 1564 de 2012 
“Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones” 
 
ARTÍCULO 7. LEGALIDAD. Los jueces, en sus providencias, están sometidos al imperio 
de la ley. Deberán tener en cuenta, además, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la 
doctrina. 
 
Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 
razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 
procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos análogos. 
El proceso deberá adelantarse en la forma establecida en la ley. 
 
2.3.8. Londoño Hoyos 
 
Artículo 230. Los jueces en sus providencias estarán sujetos a la ley escrita, a la costumbre 
comercial y a la jurisprudencia como normas jurídicas cuyo alcance determina la propia ley. 
Los principios generales de derecho, la equidad y la doctrina son criterios auxiliares de 
interpretación e integración normativa. 
 
Los cuerpos colegiados que administren justicia no podrán modificar su jurisprudencia sino 
con mayorías calificadas y precisa motivación. La jurisprudencia de un tribunal tendrá que 
ser expresamente señalada como tal en la parte resolutiva de las sentencias. Las motivaciones 
de las mismas no constituyen jurisprudencia. (Londoño Hoyos, 2002) 
 




Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la ley. 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial.  
 
La ley podrá determinar los casos en que la jurisprudencia sea obligatoria para los 
funcionarios de la Rama Ejecutiva. (Valencia Cossio, 2008) 
 
2.3.10. Gobierno Santos 
 
Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la ley. 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial.  
La ley podrá determinar los casos en que la jurisprudencia sea obligatoria para los 
funcionarios de la Rama Ejecutiva. (Gobierno Santos, 2010) 
 
2.3.11. Comisión Bonivento 
 
Artículo 230. Los jueces en sus providencias están sometidos a la Constitución y la ley. 
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, en lo de su competencia, deberá ser considerada y acatada por jueces y 
magistrados, quienes, según el caso, podrán apartarse de dicha jurisprudencia, exponiendo, 
de manera expresa y clara los motivos que justifiquen tal separación. 
 
Las demás autoridades públicas deberán aplicar la doctrina jurisprudencial respectiva, so 
pena de la imposición de las sanciones que establezca la ley. 
 
  La equidad, la doctrina y los principios generales del derecho son criterios 
complementarios de interpretación. (Bonivento Fernández, 2010) 
 




Artículo 230. Los jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la 
Constitución, del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia. Los jueces tienen la 
obligación de ofrecer la mejor interpretación posible del derecho vigente y aplicarla 
igualitaria y coherentemente a todos y todas. 
 
Los jueces obedecerán las reglas jurisprudenciales previamente razonadas sobre un mismo 
asunto, a menos que puedan ofrecer argumentos suficientes y razonables para implementar 
una mejor respuesta al problema jurídico bajo análisis.  
 
La ley podrá establecer sistemas de extensión obligatoria de la jurisprudencia estable a los 
jueces, a la administración pública y a los particulares como forma de descongestionar el 




















3. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
3.1. Tipo y método de investigación 
 
El presente trabajo de grado se encuadra dentro de una investigación de tipo jurídico, pues 
se basará en la exploración de normas jurídicas, entendidas como tal desde la Constitución hasta 
los pronunciamientos jurisprudenciales que hacen parte del ordenamiento jurídico, particularmente 
desde la Corte Constitucional, y de exponentes doctrinarios que se enmarcan dentro de la ciencia 
del Derecho (Niño, 2012) y que propondrá soluciones dentro de un marco de tipo descriptivo, 
conservando como método el hermenéutico. 
 
Se hará un estudio fundamentalmente descriptivo por cuanto el propósito de la 
investigación es conocer cómo ha sido la integración de las fuentes del derecho internacional 
público al sistema normativo de la Constitución Política de 1991, a partir del texto constitucional 
y la interpretación de la Corte Constitucional. 
 
De igual forma, en cierta medida trata de un estudio correlacional por cuanto de los 
resultados obtenidos de aquella descripción, se contrastaran con los postulados normativos 
descritos en las bases legales, así como frente a algunos referentes jurisprudenciales, lo cual hace 
interactuar distintas variables para formular conclusiones a partir de un método inductivo. 
 
3.2. Población y muestra 
 
El trabajo de grado toma como población el conjunto de providencias proferidas por la 
Corte Constitucional a partir de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 en 
materia de conformación e integración del sistema normativo de la Constitución Política de 1991 






3.3. Técnicas de recolección de información       
 
Como técnica para la recolección de la información se utilizarán las fichas de análisis 
jurisprudencial desarrolladas en el texto Método, metodología y técnicas de la investigación 
aplicadas al derecho (Yañez Meza, 2014). No se realizarán encuestas, ni entrevistas, ni diarios de 
observación, talleres de investigación, test, entre otros., como técnicas y procedimientos para la 
recolección de información descritas en el texto Formulación y desarrollo del proyecto de grado 
(Niño Ochoa, 2012) 
 
3.3.1. Análisis de la información 
 
El análisis de la información se hará a través del uso de tablas o gráficos donde se ilustra 
el proceso de integración de las fuentes del derecho internacional público al sistema normativo de 
la Constitución Política de 1991. Este proceso de integración se evidencia desde la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional. 
 
Así mismo, en relación a las fichas de análisis jurisprudencial se usará el análisis de 
contenidos a partir del análisis de la información que se infiere a partir de las conclusiones que se 
obtengan de la disertación respectiva. 
 
La ficha de análisis jurisprudencial es la siguiente: 
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4. EL SISTEMA DE FUENTES DEL DERECHO A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL AÑO 1991 Y LOS DESARROLLOS LEGISLATIVOS RESPECTO A 
LA CLÁUSULA GENERAL DEL SISTEMA NORMATIVO EN COLOMBIA 
 
 
El sistema de fuentes en Colombia se identifica además en una serie de disposiciones 
legales que desarrollan el contenido consagrado en la Constitución Política de 1991 en un ámbito 
temporal que no sólo se circunscribe a las normas cuya expedición ha sido posterior a la 
Constitución Nacional. 
 
Así, puede verse como en la Constitución Política de 1991 se establece la que puede ser 
considerada la “cláusula general del sistema de fuentes” en el país, desde la cual se determina la 
forma en cómo ha de aplicarse los diversos fundamentos de derecho que serán empleados para 
ejercer la función jurisdiccional, en el entendido de que estas fuentes actúan como insumos y a su 
vez como límites del actuar en cada una de sus decisiones. En ese sentido, del artículo 230 de la 
Constitución se identifican como fuentes formales del derecho: i) la ley, como fuente primaria o 
principal, ii) la equidad, iii) la jurisprudencia, iv) los principios generales del derecho y v) la 
doctrina, todas estas catalogadas por el mismo texto constitucional como fuentes de carácter 












Sin embargo, basta la realización de un estudio histórico por los diversos desarrollos 
legislativos sobre la materia para determinar que en efecto el sistema de fuentes propuesto por la 
Constitución no agota realmente los criterios de derecho que han de ser observados en la actividad 
judicial. Y es que desde 1887 existen disposiciones legales en las que se evidencia el desarrollo y 
la interacción de las fuentes del derecho más allá del sistema normativo que plantea la 
Constitución.  
 
De esta forma, se tiene en primer momento la Ley 153 de 1887 en la que se define la figura 
de “doctrina legal más probable” como aquella constituida por tres decisiones uniformes sobre un 
mismo punto de derecho dadas por la Corte Suprema de Justicia en su calidad de Tribunal de 
Casación (artículo 10), con lo cual – aunque probablemente sin ser conscientes de ello – se 
denotaba que se estaba abriendo paso a la concepción del juez como creador de derecho. 
Posteriormente en la norma expedida “sobre reformas judiciales” (Ley 105, 1890) se establece 
bajo la denominación de “doctrina legal” la interpretación que la Corte Suprema hiciera de las 
leyes en dos decisiones uniformes, así como las declaraciones hechas por esta misma Corporación 
para llenar los vacíos, por la necesidad de que una cuestión dada no quede sin resolver por no 
existir leyes apropiadas para al caso; último supuesto con el que el papel del juez creador de 
derecho se traslada a la solución de anomias en el ordenamiento jurídico. 
 
La Ley 169 de 1869, como la última de las normas identificadas sobre el objeto de estudio 
cuya promulgación es anterior a la vigencia de la Constitución Política de 1991, trae la figura de 
la “doctrina probable” en el mismo sentido consagrado por la Ley 153 de 1887 en relación a que 
la constituyen tres decisiones uniformes sobre un mismo punto de derecho de la Corte Suprema de 
Justicia en sede de casación, no obstante, se amplía el margen desde el cual se entiende su 
aplicabilidad al señalar que “los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para 
que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores” (Ley 169, 
1896). 
 
Ahora, luego de la entrada en vigencia de la actual Constitución Nacional, se encuentra 
otra serie de disposiciones legales que desarrollan, dinamizan y amplían la concepción de las 
fuentes del derecho previstas en el texto constitucional, en primer momento, encontramos la ley 
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“Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la competencia” (Ley 1340, 
2009) en la que se entiende como “doctrina probable” tres decisiones ejecutoriadas uniformes 
frente al mismo asunto en las actuaciones de protección de la competencia1, norma que sigue la 
línea de lo consagrado en la Ley 169 de 1869 pero dirigiendo, en este caso, la observancia de los 
pronunciamientos proferidos por un órgano de control y vigilancia como lo es la Superintendencia 
de Industria y Comercio (SIC) a esta misma entidad en casos en los que se decida con 
posterioridad. Esto se sostiene por Ortiz Baquero al afirmar que: 
 
“Atendiendo los antecedentes legislativos de la Ley 1340/2009 y haciendo una 
interpretación sistemática de su texto, la Corte Constitucional concluye que la figura de la 
“doctrina probable” únicamente encuentra aplicación en relación con las decisiones que 
adopta la SIC en el desarrollo de sus competencias administrativas, tanto en el ámbito de 
la protección y defensa de la competencia, como en el de la competencia desleal y de la 
protección a los consumidores. Según la Corte, las decisiones administrativas aun siendo 
doctrina probable sólo se imponen a la SIC y no a los jueces, por lo que el apartado final 
del artículo 24 de la Ley 1340/2009 no vulnera la independencia judicial, ni la división de 
poderes, ni el mandato que establece que los jueces se encuentran sometidos al imperio de 
la ley.” (Ortíz Baquero, 2010). 
 
Con lo que queda claro, se amplía el espectro de los sujetos que deben atender y aplicar el 
sistema de fuentes del derecho, situación que implica una necesidad de cambio en la concepción 
del sistema normativo tal como fue planteado en el texto de la Constitución Política de 1991. 
 
Más adelante, en el año 2010 con la norma “Por la cual se adoptan medidas en materia de 
descongestión judicial” (Ley 1395, 2010) se conmina a las entidades públicas de cualquier orden2 
a que para la solución de peticiones o la expedición de actos administrativos, tengan en cuenta los 
                                                             
1   Frente a las cuales además le impone el deber a la Superintendencia de Industria y Comercio de compilar y actualizar 
periódicamente dichas decisiones ejecutoriadas (artículo 24). 
2    Siendo estas expresamente determinadas en la norma, con lo que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 114 (Ley 
1395, 2010) se trata de la “entidades públicas de cualquier orden encargadas de reconocer y pagar pensiones de 
jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados 
con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para 
la solución de peticiones o expedición de actos administrativos”.  
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“precedentes jurisprudenciales” que en materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los 
mismos hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos. Referente 
normativo que no sólo retoma la posición legislativa adoptada en la Ley 1390 de 2009, sino que 
además, primero, genera una fusión entre las fuentes aplicables para la administración pública y la 
rama judicial porque segundo, retoma en el contexto jurídico nacional como precedentes 
jurisprudenciales a los casos análogos (que ya habían sido señalados como facultad de aplicación 
de la doctrina probable para los jueces en la Ley 169 de 1869), es decir, aquellos en los que existe 
una relación de identidad entre los hechos y el derecho, con lo cual, ahora las entidades 
administrativas no sólo deben acatar y hacer uso de las reglas fijadas en las diferentes decisiones 
judiciales, sino que a su vez deben realizar un análisis respecto del caso en concreto que será objeto 
de su pronunciamiento (en la solución de las peticiones o en la expedición de actos administrativos) 
en relación con el caso que fue materia de estudio en las decisiones que le sirven como análogas.  
  
Luego, con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437, 2011) – en adelante CPACA - se presentan dos figuras: de un lado la 
de la “jurisprudencia” y del otro, la “unificación jurisprudencial” al indiciar el deber de aplicación 
uniforme de las normas y la jurisprudencia por parte de las autoridades en los asuntos de su 
competencia, que en relación con las expresiones objeto de comentario, conlleva la obligación de 
tener en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se 
interpreten y aplique dichas normas3. 
  
De lo anterior, puede anotarse que, en primer lugar, a diferencia de la Ley 1395 de 2010, 
en ésta norma ya no se limita los sujetos (en relación con la administración pública) que tienen la 
obligación de seguir para la toma de decisiones los pronunciamientos de los jueces, aquí se 
extiende la aplicabilidad de la jurisprudencia y concretamente de la unificación jurisprudencial a 
todas las autoridades; y en segundo lugar, la interacción entre las dos figuras reseñadas ha dado 
origen a un nuevo mecanismo procesal que permite la extensión de la jurisprudencia (que debe ser 
                                                             
3   En este caso se refiere a las normas previstas en el apartado inicial del artículo 10 que es objeto de comentario: 
“Artículo 10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia. Al resolver los asuntos de su 
competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera 
uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar las 
decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo 
de Estado en las que se interpreten y apliquen dichas normas.” (Subrayado fuera del texto). 
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a partir de una sentencia de unificación) a los terceros por las autoridades administrativas (esto se 
contempla en los artículos 102 y 269 del CPACA), lo que sin duda genera un cambio en la 
aplicación de las fuentes del derecho y en particular de las decisiones de los jueces, pues la 
administración pública tendrá a través de este mecanismo que hacer extensivos los efectos, esto 
es, resolver el asunto bajo su conocimiento en el mismo sentido que fue resuelto en la sentencia 
de unificación proferida por el Consejo de Estado en tanto se trata de casos análogos sobre los 
cuales ya se han definido las reglas a aplicar por parte de la sentencia de unificación.   
 
Finalmente en el año 2012 se promulga la norma “Por medio de la cual se expide el Código 
General del Proceso y se dictan otras disposiciones” (Ley 1564, 2012), que en su artículo 7 define 
a similitud de como lo hizo el artículo 230 constitucional, que los jueces además de estar sometidos 
a la ley, deben tener en cuenta, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina. Señalando 
a continuación que, “Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer 
clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 
procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos análogos (…)”. 
Norma de la que pueden extraerse varias afirmaciones: 
 
Primero, que en el artículo en comento se identifican en principio cinco fuentes del derecho, 
cuales son, la ley, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina. Sin embargo desde una 
lectura sistemática del Código General del Proceso se encuentra expresa referencia a los principios 
generales del derecho en los artículos 11 y 12 en los que se le otorga un papel esencial al momento 
de aclarar las dudas que surjan de la interpretación de las normas del código y para llenar los vacíos 
de la norma procesal que no pudieron ser resueltos a través de normas que regulen casos análogos.  
 
Segundo, la mención que se hace de la costumbre como fuente de la decisión judicial, figura que 
no fue contemplada en el artículo 230 constitucional y que como se ha expuesto por el autor Carlos 
Arturo Hernández tiene calidad de fuente principal del derecho en Colombia desde el año 1887, 
ya que al realizar una interpretación sistemática en la que se incluya lo dispuesto en el artículo 13 
de la Ley 153 de 18874 tendrían que se equipara a la ley, tratándose de una creación cultural con 
                                                             
4   Artículo 13.- La costumbre, siendo general y conforme con la moral cristiana, constituye derecho, a falta de 
legislación positiva. (Aparte subrayado declarado exequible por la Corte Constitucional (Sentencia C-224, 1994) 
bajo el entendido que la expresión “moral cristiana” significa “moral general” o “moral social”.  
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consecuencias jurídicas, lo que hace que funcione de forma inversa a la ley (Hernández Díaz, 
2010). En el mismo sentido se pronunció la Corte Constitucional indicando que:  
 
“En tratándose de la costumbre, es ostensible que su fuerza obligatoria viene directamente 
de la comunidad, es decir, del pueblo, sin que pueda hablarse de que éste delega su poder. 
Así como los hechos sociales llevan al legislador a dictar la ley escrita, esos mismos 
hechos, en ocasiones, constituyen la ley por sí mismos. No tendría sentido a la luz de la 
democracia reconocerle valor a la ley hecha por los representantes del pueblo, y negársela 
a la hecha por el pueblo mismo, que es la costumbre.” (Sentencia C-224, 1994). 
 
En tercer lugar, se tiene la referencia hecha a la figura de la “doctrina probable” frente a la 
que se cuestiona cada vez con mayor fuerza, si se trata de una nueva fuente formal del derecho, de 
una fuente no contemplada por el texto de la Constitución Política de 1991 pero que en manera 
alguna puede desconocerse en el ejercicio de la actividad judicial entendiendo que la institución 
de la doctrina probable como lo ha manifestado la Corte Constitucional (Sentencia C-537, 2010) 
“puede ser definida como una técnica de vinculación al precedente después de presentarse una 
serie de decisiones constantes sobre un mismo punto”5. 
 
Por último, puede afirmarse que desde el citado texto del Código General del Proceso con 
el esquema de fuentes formales del derecho al que hace alusión, se desarrollan exclusivamente 
como criterios de la actividad judicial, pues el artículo 7 del mismo sólo se refiere a los “jueces en 
sus providencias”. No obstante, cabe resaltar que el mismo Código General del Proceso en su 
artículo 1° indica la aplicación de las disposiciones procesales allí contenidas a las actuaciones de 
las autoridades administrativas cuando ejerzan funciones jurisdiccionales (las cuales son otorgadas 
y detalladas en el artículo 24 del Código General), en cuanto no estén regulados expresamente en 
                                                             
5   Sobre este punto continúa la Corte diciendo que “En Colombia, como se indica en la Sentencia C-836 de 2001, la 
figura tuvo origen en  la doctrina legal más probable, consagrada en el artículo 10º  de la Ley 153 de 1887. 
Posteriormente en la Ley 105 de 1890 se especificó aún más los casos en que resultaba obligatorio para los jueces 
seguir la interpretación hecha por la Corte Suprema y cambió el nombre de doctrina legal más probable a doctrina 
legal. Finalmente en el artículo 4º de la Ley 169 de 1896 estableció el artículo vigente de la doctrina probable 
para la Corte Suprema de Justicia.”, sobre la cual debe añadirse la mención y desarrollo propuesto por el Código 
General del Proceso que para el momento de expedición de la sentencia aún no se encontraba vigente.  
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otras leyes6, último aspecto sobre el cual ha de precisarse: que en relación con la Superintendencia 
de Industria y Comercio (SIC) existe norma (previamente analizada) en la que sobre las fuentes 
del derecho se hace una referencia en el artículo 24 a la doctrina probable particularmente aplicada 
desde y para la misma autoridad; y que tratándose entonces de las demás autoridades 
administrativas e incluso de la misma SIC (en relación con lo no regulado por la norma especial) 
puede resultar aplicable también el sistema de fuentes que describe la norma procesal.  
 
Ahora, teniendo en cuenta que, como se dijo, el Código General del Proceso reguló el 
sistema de fuentes aplicables en materia procesal cual artículo constitucional, es preciso formular 
los siguientes interrogantes: ¿Por qué se hizo necesario desde una norma procesal la regulación 
del sistema de fuentes del derecho aplicables?, ¿No era suficiente el texto de la Constitución para 
gobernar el proceso judicial en el ámbito civil, comercial, agrario y de familia?, ¿Qué ha afectado 
el texto del artículo 230 para que la Ley deba ocuparse de este desarrollo que, particularmente, es 
materia de la Constitución?  
 
Para dar respuesta a los anteriores cuestionamientos, desde el análisis hasta ahora realizado 
sobre el desarrollo legislativo en materia de fuentes del derecho aplicables en Colombia, se tiene 
que el sistema consagrado en la Constitución Política de 1991 resulta insuficiente en la descripción 
de los insumos que debe tener en cuenta el juez al momento de decidir los casos concretos, pues 
como se pudo observar, desde hace más de 130 años ya se venían contemplando figuras como la 
“doctrina legal más probable” o  la “costumbre” a las que el texto constitucional no se refiere, no 
siendo por supuesto las únicas fuentes que no se contemplan como criterios para la actividad 
judicial desde la Carta Política, pues como es objeto de la presente investigación, se deja de lado 
algunas de las fuentes del derecho internacional público.  
 
En atención a lo anterior, puede explicarse la necesidad que se vio desde el Código General 
del Proceso de regular el sistema de fuentes del derecho aplicables a la actividad judicial regulada 
por esta norma, por cuanto “existe un quiebre en las fuentes del derecho dentro del sistema 
                                                             
6    Artículo 1°. Objeto. Este código regula la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y 
agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de 
particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados 
expresamente en otras leyes. 
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normativo de la Constitución Política de 1991” (Yañez Meza & Yañez Meza, 2012) que hace 
necesario a partir de la evolución legal de instituciones como la doctrina probable, que se regule 
por parte del código esta figura que es resultado de una nueva concepción del derecho y del juez 
como creador del mismo.  
 
Finalmente, se resalta en un sentido similar a lo consagrado por el Código General del 
Proceso en un intento por regular las fuentes del derecho que consideran hoy como parte del 
sistema jurídico nacional en calidad de instrumentos rectores de la actividad judicial, las posturas 
asumidas por algunos doctrinantes en la materia que tras un análisis del sistema previsto en la 
Constitución Política de 1991 reescribieron el texto del artículo 230 superior de acuerdo a lo que 
en su parecer constituye la nueva visión del sistema de fuentes en Colombia.  
 
Estas posiciones se han venido gestando desde el año 2002 en el que se identifica el criterio 
asumido por Fernando Londoño Hoyos al manifestar que como criterios obligatorios se deberían 
encontrar la ley escrita, la costumbre comercial y la jurisprudencia, siendo criterios auxiliares los 
principios generales del derecho, la equidad y la doctrina (Londoño Hoyos, 2002), de acuerdo con 
lo cual este autor pretende que el artículo 230 en comento se modifique en el sentido de incluir a 
la costumbre comercial no sólo como fuente sino además que esta sea de carácter obligatorio para 
los operadores jurídicos y otorgar como ya para esa época se venía evidenciando, vinculatoriedad 
a la jurisprudencia que desde una interpretación literal del texto constitucional actual sigue 
ubicándose como una fuente de tipo auxiliar, carácter vinculante desde el cual además, en el inciso 
segundo prevé el respeto por el denominado precedente horizontal en razón a que los cuerpos 
judiciales colegiados sólo podrán modificar el sentido de la jurisprudencia emitida por estas 
corporaciones con el lleno de los requisitos de mayorías calificadas y precisa motivación, lo que 
supone una mayor carga al momento de pretender modificar los pronunciamientos emitidos por 
estos órganos en casos previos y de lo cual se denota la necesidad de brindar al ordenamiento 
jurídico desde la jurisprudencia mayor seguridad jurídica. 
 
Más adelante, (Valencia Cossio, 2008) se asume una posición desde la cual se mantienen 
los criterios de jerarquía del sistema de fuentes propuesto desde la Constitución, añadiéndose para 
el caso de la jurisprudencia la posibilidad de que esta se convierta en un criterio de obligatoria 
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observancia para los funcionarios de la Rama Ejecutiva cuando la ley así lo determine, denotando 
con ello un acercamiento al desarrollo legal posterior con la Ley 1395 de 2010 y 1437 de 2011 en 
las que se contempla la posibilidad de extender los efectos de las sentencias judiciales por parte de 
las autoridades administrativas, en la primera de ellas de una forma más tímida limitando las 
entidades y los asuntos sobre los cuales se podría realizar dicha extensión y la segunda se amplía 
a de forma obligatoria a todas las autoridades a través del Procedimiento Administrativo Especial 
de Extensión de la Jurisprudencia. Postura que se comparte en su totalidad por el Gobiernos Santos 
en la propuesta realizada a finales del año 2010 (Gobierno Santos, 2010).  
 
En el informe final de la Comisión de Expertos de la Reforma a la Justicia conocida como 
la “Comisión Bonivento” (Bonivento Fernández, 2010) se redefine el valor normativo de la 
jurisprudencia ubicándose a ésta (sólo cuando se trate de los pronunciamientos de las altas cortes) 
al igual que la Constitución y la ley como un criterio principal7 del orden jurídico nacional, 
debiendo ser considerada y acatada por los jueces y magistrados8, pero guardando la posibilidad 
de que puedan apartarse de ésta exponiendo para ello las razones o motivos que justifican su 
separación, lo mismo se impone a las autoridades administrativas. De esta forma, se 
constitucionalizarían las buenas prácticas del precedente judicial que se habían desarrollado hasta 
el momento (López Medina, 2014). 
 
La última posición que se estudia al respecto es la adoptada por el profesor Diego López 
Medina (Materiales para la reforma del artículo 230 de la Constitución Política, 2014), quien tras 
un estudio de las anteriores propuestas y a partir de la línea definida por la Comisión Bonivento, 
señala que el artículo 230 constitucional debería reformarse para que en ella se contemplen a la 
Constitución, el ordenamiento jurídico9 y la jurisprudencia como criterios directos de la actividad 
judicial, con especial énfasis en la jurisprudencia al fijar para ello la obligación a los jueces tanto 
de ofrecer la mejor interpretación del derecho vigente como la aplicación de la misma obedeciendo 
                                                             
7   Se entienden para esta posición como criterios auxiliares: i) La equidad, ii) la doctrina y iii) los principios generales 
del derecho. 
8    Podría entenderse que se trata no sólo de los magistrados de los Tribunal Superiores de Distrito Judicial sino 
también los magistrados que componen las altas cortes (Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo 
de Estado) lo que indica la presencia nuevamente de la concepción de respeto al precedente horizontal. 
9    Pretende con esta expresión y la de Constitución «clarificar la amplitud necesaria de la expresión “imperio de la 
ley” dentro de un Estado constitucional de derecho» (López Medina, Materiales para la reforma del artículo 230 
de la Constitución Política, 2014). 
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las reglas que estos pronunciamientos previamente han fijado sobre un mismo asunto (caso 
análogo). Dejando, al igual que la posición antes reseñada, abierta la posibilidad también a que los 
operadores jurídicos puedan inaplicar el precedente ofreciendo para ello argumentos suficientes y 
razonables, pero supone en este caso un grado mayor de dificultad en tanto indica que esos 
argumentos deberán sustentar “una mejor respuesta al problema jurídico bajo análisis”, lo que se 
considera como un supuesto muy ambiguo en tanto que desde la expresión literal enunciada, se 
trata de un valor subjetivo agregado a la respuesta de quien pretenda apartarse del precedente. 
Adicionalmente, se prevé la posibilidad de extensión obligatoria de la jurisprudencia que se 
dirigiría a los jueces, la administración pública y los particulares, supuestos de los cuales hasta el 
momento se ha hecho efectivo a partir de la Ley 1437 de 2011 sólo en relación a la administración 
pública pero siguiendo los fines que desde esta posición se establece para la extensión 





















5. LA CLÁUSULA GENERAL DE FUENTES DEL DERECHO EN COLOMBIA Y SU 
MODIFICACIÓN A PARTIR DE LA FUNCIÓN INTERPRETATIVA E 
INTEGRADORA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
 
Desde la Constitución Política de 1991 se describen las fuentes del Derecho aplicables en 
Colombia, sin embargo, en la actualidad estas no sólo pueden entenderse como el texto de la 
Constitución sino también “las que se conciben desde la interpretación autorizada de la 
jurisprudencia constitucional” (Yañez Meza & Yañez Meza, 2012, pág. 9), pues es precisamente 
a partir de la interpretación que del texto constitucional ha realizado la Corte que su contenido ya 
no se identifica con las expresiones literales del mismo, pues ha sido modificado en atención a la 
evolución legal y ahora también jurisprudencial de diversas instituciones que se han gestado en el 
derecho nacional e internacional. Tan es así, que se afirma por algún sector de la doctrina que 
estamos frente a una reconfiguración de las fuentes del derecho colombiano y que su tradicional 
organización está en crisis debido a que no corresponde a la realidad jurídica actual (García López 
E. , 2011). 
   
Esta alteración del sistema de fuentes puede evidenciarse en el desarrollo que la Corte 
Constitucional ha dado a contenidos como lo es el caso de la figura del precedente judicial. Así 
puede verse uno de los primeros pronunciamientos de la Corte al respecto en el año 1993, al 
resolver una demanda instaurada en virtud de la acción pública de insconstitucionalidad que fue 
presentada en contra de los artículo 2° y 23 del Decreto 2067 de 1991 a través del cual se reguló 
el procedimiento de los procesos constitucionales, en este momento afirma que “La sentencia de 
la Corte Constitucional es para el juez fuente obligatoria” (Sentencia C-131, 1993), es decir, ya no 
entendida como una fuente de carácter secundario; indicando además la fuerza vinculante que se 
predica de la parte resolutiva, los argumentos de la parte motiva que guarden relación directa con 
la parte resolutiva y los que expresamente indique esta Corporación, pues la ratio iuris se encuentra 
implícita en la parte motiva de la sentencias. Luego en Sentencia del 11 de marzo de 1993 se sigue 
la misma línea propuesta anteriormente por la Corte, pero se agrega en relación con la necesaria 




“Aun cuando los efectos jurídicos emanados de la parte resolutiva de un fallo de revisión 
solamente obligan a las partes, el valor doctrinal de los fundamentos jurídicos o 
consideraciones de estas sentencias trasciende el asunto revisado. La interpretación 
constitucional fijada por la Corte determina el contenido y alcance de los preceptos de la 
Carta y hace parte, a su vez, del "imperio de la ley" a que están sujetos los jueces según lo 
dispuesto en el artículo 230 de la Constitución.”10 (Sentencia C-104, 1993)11. 
 
Posteriormente, la Corte se ocupa de enfatizar el carácter obligatorio del precedente judicial 
en pronunciamientos como la Sentencia C-083 de 1995 en la que se resalta lo afirmado respecto 
de la jurisprudencia constitucional frente a la que:  
 
“debe entenderse que el constituyente del 91 le da al término un alcance más amplio que 
el que tiene en la ley 69 de 1896, puesto que no sólo la Corte Suprema de Justicia como 
Tribunal de Casación, crea hoy, con sus fallos, pautas plausibles de orientación a los 
tribunales y jueces de niveles subalternos. Lo hacen también otras corporaciones 
judiciales no existentes aún hace un siglo, como el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional.” (Sentencia C-083, 1995).  
 
De igual forma, en 1998 (Sentencia SU-640, 1998) la Corte se pronuncia sobre los periodos 
de alcaldes y gobernadores, en virtud de lo cual se estudia la función interpretativa que la Corte 
Constitucional realiza respecto de la Norma Superior, que se traduce en las sentencias que profiere 
en cumplimiento de su función como máximo y auténtico intérprete de la Carta, indicando que “La 
voluntad normativa contenida en la Constitución no puede precisarse al margen de la 
interpretación” . 
 
                                                             
10   Y sigue diciendo la Corte “la uniformidad no es un fin despreciable. Ella busca garantizar los siguientes altos 
objetivos: 1) Asegurar la efectividad de los derechos y colabora así en la realización de la justicia material -art. 
2°CP-. 2) Procurar exactitud. 3) Conferir confianza y credibilidad de la sociedad civil en el Estado, a partir del 
principio de la buena fé de los jueces -art- 83 CP-. 4) Unificar la interpretación razonable y disminuye la 
arbitrariedad. 5) Permitir estabilidad. 6) Otorgar seguridad jurídica materialmente justa. 7) Llenar el vacío 
generado por la ausencia de mecanismos tutelares contra providencias judiciales.” (Sentencia C-104, 1993). 
11    En el mismo sentido la Corte Constitucional se ha pronunciado en: (Sentencia C-018, 1993). 
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En sentencia de tutela de 2007, en la que se revisa el fallo de tutela que fue interpuesta por 
la señora Rocio Emely Jurado Bueno contra a Sala Única del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Pamplona, por considerar que dicha autoridad judicial incurrió en una violación a su derecho 
fundamental al debido proceso, al proferir de manera contradictoria la sentencia en segunda 
instancia dentro del juicio de pertenencia de vivienda de interés social por ella adelantado. En este 
caso la Corte enfatiza y aclara lo dispuesto en Sentencia C-386 de 2001 respecto del precedente 
horizontal, siendo este otro más de los desarrollos que respecto del acatamiento de las decisiones 
de los jueces ha realizado el máximo órgano de la jurisdicción constitucional, se trata de la 
Sentencia T-049 de 2007 en la que se dice que “es el deber de las autoridades judiciales de ser 
consistentes con las decisiones por ellas mismas adoptadas (…), pues los jueces tienen la 
obligación constitucional de respetar sus propias decisiones, lo cual hace que sea obligante también 
el precedente horizontal” (Sentencia T-049, 2007).  
 
Sobresale de igual forma en el desarrollo de la figura bajo análisis la sentencia T-292 de 
2006 en la que se define el precedente como la “sentencia anterior y pertinente cuya ratio conduce 
a una regla - prohibición, orden o autorización- determinante para resolver el caso, dados unos 
hechos y un problema jurídico, o una cuestión de constitucionalidad específica, semejantes” 
(Sentencia T-292, 2006). Precisamente, en relación con la concepción del precedente desde el 
análisis jurisprudencial se identifica la tutela del 19 de diciembre de 2013 en la que se alega por 
los accionantes el desconocimiento del precedente constitucional que se identifica en las 
providencias SU-120 de 2003, C-862 de 2006 y SU-1073 de 2012. En los fallos de tutela se negó 
el amparo aduciendo para ello argumentos como el de la existencia de cosa juzgada (expediente 
T-3.979.500), el no cumplimiento del requisito de inmediatez en tanto ya había transcurrido más 
de 36 meses desde la decisión judicial sobre el asunto (expediente T-3.982.328), el incumplimiento 
del principio de subsidiariedad (expediente T-3.991.071) y que los fallos emitidos por la justicia 
ordinaria laboral se ajustaban a derecho (expediente T-4.021.914). Por lo que al abordar el 
problema jurídico reitera la posición adoptada por esta Corporación 12  al considerar “que el 
precedente constitucional constituye fuente de derecho en el ordenamiento jurídico (…) en tanto 
constituye un desarrollo directo de la interpretación de la Constitución Política” (Sentencia T-954, 
                                                             
12    Al respecto puede consultarse, entre otras: (Sentencia T-1095, 2012); (Sentencia T-799, 2007); (Sentencia T-704, 
2012); (Sentencia T-902, 2014); (Sentencia T-656, 2011). 
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2013) que en caso de ser desconocido por un juez activa la protección constitucional por vía de 
tutela. 
 
Más adelante, en el año 2011 se demanda algunas disposiciones previstas en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437, 2011), por lo que 
la Corte profiere diversas sentencias entre las que se resalta la proferida el 24 de agosto de 2011 
por la Sala Plena de esta Corporación, en la que se demanda en acción pública de 
inconstitucionalidad el artículo 10 de la Ley 1437 de 2011 siendo declarado exequible: 
 
 “en el entendido que las autoridades tendrán en cuenta, junto con las decisiones de 
unificación del Consejo de Estado y de manera preferente, en razón de la jerarquía del 
sistema de fuentes previsto en la Carta y la vigencia del principio de supremacía 
constitucional, las decisiones de la Corte que interpreten las normas superiores aplicables 
a la resolución de los asuntos de su competencia” (Sentencia C-634, 2011).13 
 
Como una de las providencias más recientes en materia de precedente judicial se halla la 
Sentencia C-461 de 2013 en la que se reitera el carácter obligatorio de la jurisprudencia de los 
órganos de cierre como lo son la Corte Constitucional, La Corte Suprema de Justicia y el Consejo 
de Estado, no obstante se deja abierta la posibilidad de que los jueces puedan decidir en un sentido 
diferente al propuesto en el precedente, siempre y cuando justifique debidamente las razones del 
cambio (Sentencia C-641, 2013).  
 
Y en ese sentido se encuentra que fue demandada ante la Corte Constitucional la aplicación 
de la figura de la doctrina probable con la que en el Código General del Proceso se impone el deber 
al juez de exponer las razones por las cuales se aparta de esta, frente a lo cual la Corte emite su 
pronunciamiento (Sentencia C-621, 2015) señalando al respecto que se trata de “una regla de 
interpretación de las normas vigentes, que afecta la parte considerativa de la decisión judicial” 
distinguiéndola del precedente judicial (que como se vio también ha sido objeto de un amplio 
desarrollo por parte de la Corte Constitucional) como una institución a través de la cual se 
                                                             
13   Posición que se reitera en las providencias dictadas en virtud del estudio de los artículos 102, 269 y 270 de la    Ley 
1437 de 2011: (Sentencia C-816, 2011); (Sentencia C-588, 2011). 
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“establece reglas sobre la aplicación de las normas en casos precisos, afecta por lo tanto aquellos 
casos cuyos hechos se subsuman en la hipótesis y están dirigidos a la parte resolutiva de la 
decisión”, y a la luz de las fuentes del derecho sigue esta Corporación señalando que:   
 
“(…) la utilización de estas fórmulas, lejos de atentar contra el artículo 230 de la 
Constitución vienen a reforzar el sistema jurídico nacional y son perfectamente 
compatibles con la jerarquización de las fuentes que establece el postulado constitucional, 
puesto que la jurisprudencia no crea normas sino que establece las formulas en que el juez, 
tanto en la parte considerativa como en la parte resolutiva, debe llevar  la normatividad a 
los casos concretos. En cuanto al deber del juez de sustentar las razones por las cuales se 
aparta de la jurisprudencia, consideró la Corte que ese tema ya había sido objeto de 
profundos estudios de constitucionalidad, que explicaban la coherencia de la exigencia 
frente a los objetivos perseguidos con la doctrina probable y el precedente judicial, y su 
ponderación frente a la libertad decisional del juez, ante lo cual se remitió a sus decisiones 
anteriores, y en particular aquella de la sentencia C-836 de 2001. En ese orden de ideas, 
concluyó la Corporación que la norma demanda, al establecer la obligación del juez de 
sustentar las razones por las cuales se aparta de la jurisprudencia, no hace otra cosa que 
recoger lo que ya ha sido plasmado por las sentencias de la Corte Constitucional en su 
reiterada jurisprudencia al interpretar el mandato constitucional del artículo 230.” 
(Sentencia C-621, 2015).14 
 
Desde el anterior estudio por la jurisprudencia constitucional puede evidenciarse una 
evolución del sistema de fuentes del derecho en Colombia a partir de la función creadora del mismo 
por parte de la Corte Constitucional como intérprete último de la Carta Política, jugando un papel 
de gran relevancia a partir del cambio de paradigma donde se avanza de una concepción exegética 
                                                             
14  Sobre la figura de la doctrina probable puede consultarse: (Sentencia C-836, 2001) en la que se destaca la relevancia 
de lo expuesto frente a la fuerza normativa de la doctrina probable al señalar que la misma “(1) proviene de la 
autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria 
nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento 
positivo, mediante una continua confrontación y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces 
respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4) del principio 
de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos” (Corte 
Constitucional, C-836 de 2001). De esta manera, “una decisión judicial que desconozca caprichosamente la 
jurisprudencia y trate de manera distinta casos previamente analizados por la jurisprudencia, so pretexto de la 
autonomía judicial, en realidad está desconociéndolos y omitiendo el cumplimiento de un deber constitucional”. 
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del ordenamiento jurídico a entender al juez como creador de derecho, con lo que en Colombia se 
le ha dado “una posición sobresaliente al activismo de la Corte Constitucional, y a sus 
interpretaciones de la Constitución” (García López, 2013). Situación que no sólo se limita al 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, sino que incluye las altas cortes que componen 
la rama judicial (Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), para las cuales se reconoce el 
carácter vinculante de sus decisiones respecto de los jueces de instancia. 
 
Lo anterior, ha incidido notablemente en la concepción, cada vez más amplia, que de las 
fuentes del derecho se tiene en el ordenamiento jurídico colombiano, especialmente dirigida a 
entender que los pronunciamientos del juez en sus providencias vinculan a los demás jueces en 
casos posteriores, redefiniendo lo que se entiende por fuentes del derecho en Colombia, para lo 
cual se han desarrollado figuras como la de la doctrina legal, la doctrina probable, el precedente 
constitucional y el precedente judicial15, entre otras. Instituciones que como se ha podido ver desde 
el desarrollo legal y jurisprudencial de las mismas, se han ido desarrollando desde el siglo XIX 
donde ha variado la concepción de vinculatoriedad de las decisiones judiciales, encontrándose en 
un primer momento bajo la figura de doctrina legal (1887 a 1896) como obligatoria para las 
decisiones de los jueces en casos posteriores, más adelante surge la figura de la doctrina probable 
(desde 1896 hasta el 2001) a la que se le cataloga como una fuente meramente auxiliar de la 
actividad judicial; luego, compartiendo en cierta medida el ámbito temporal de aplicación de la 
figura antes mencionada se encuentra la de doctrina constitucional, que se desarrolla en dos etapas, 
desde 1991 a 1995 y de 1995 a 2004, la primera de ellas se ubica en una posición intermedia entre 
la obligatoriedad como precedente de las decisiones del juez y en la segunda, la posición se inclina 
a otorgarle fuerza vinculante a las sentencias. Finalmente desde el año 2001 se observa una 
redefinición de lo que se entiende por doctrina probable que implica el inicio del desarrollo cada 
vez con mayor fuerza de la obligatoriedad de las providencias para casos futuros16. 
 
                                                             
15  Al respecto el profesor Diego López Medina señala que no existe fundamento constitucional que sostenga que la 
existencia del precedente judicial es contrario a la naturaleza de nuestra tradición Romano Germánica (López 
Medina, 2006). 
16  Esta información se toma de la línea de tiempo realizada por el profesor López Medina en relación con la pregunta 
formulada sobre ¿cuál es el nivel de vinculatoriedad de las decisiones judiciales (jurisprudencia) dentro del sistema 
de fuentes del derecho en Colombia? (López Medina, 2006, pág. 102).  
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Es importante resaltar que si bien tratándose de cambios en la concepción de los 
instrumentos que deben integrar la actividad judicial, es en materia de la jurisprudencia emitida 
por los jueces como creadores del derecho donde se ha dado el avance más significativo producto 
de una amplia jurisprudencia constitucional que se ha pronunciado en la materia y de la relevancia 
que ha generado en el entorno jurídico del país la concepción de acatar los pronunciamientos de 
las altas cortes por parte de los operadores jurídicos, también lo es que los principio generales del 
derecho han contribuido de manera significativa en la modificación de las fuentes del derecho en 
Colombia pues “dejan de ser una fuente auxiliar de derecho y se convierten en verdaderas normas 
imperativas de un valor fundamental, tratándose de principios constitucionales capaces no solo de 
generar la inexequibilidad a las normas de valor infra constitucional que los contraríen, sino 
también de limitar, incluso, la libertad de configuración legislativa del Congreso de la República” 
(Fajardo Arturo, 2013). 
 
Pese al amplio desarrollo de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia de 
fuentes, su concepción no se agota en las instituciones antes mencionadas, sino que además ha 
abordado el reconocimiento a través del Bloque de Constitucionalidad de algunos de los distintos 
instrumentos con los que cuenta el derecho internacional público, particularmente en relación con 
los derechos humanos, aspecto sobre el cual desde ya debe decirse que se agudiza la alteración del 
sistema de fuentes por cuanto es allí donde se denotan mayores modificaciones debido al amplio 












6. FUENTES DEL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO Y SU INCORPORACIÓN 
AL SISTEMA NORMATIVO COLOMBIANO 
 
 
La integración de las fuentes del derecho internacional público al sistema colombiano se 
ha hecho por parte de la Corte Constitucional como intérprete máximo de las disposiciones 
constitucionales a partir de las cuales se han incorporado algunos de los instrumentos que integran 
el orden internacional.  
 
Para ello en primer momento debe aclararse que a partir del sistema de fuentes previsto en 
la Constitución Política de 1991 y de las normas consideradas como cláusulas de reenvío, es decir, 
un fundamento expreso en la Carta Constitucional (Ramelli Arteaga, 2011) que permite identificar 
la fuente que puede ser incorporada al orden nacional, sólo se hace referencia a algunas de las 
figuras que en su totalidad conforman el sistema de fuentes del derecho internacional público. Así 
desde una visión literal del artículo 230, se ha podido denotar a lo largo de la presente 
investigación, que no se hace alusión alguna a las fuentes del ordenamiento jurídico internacional; 
ahora, tratándose de cláusulas de reenvío como lo es el artículo 93 constitucional, de las fuentes 
previstas por ejemplo en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, a saber: 
las convenciones o tratados internacionales, la costumbre internacional, los principios generales 
del derecho internacional, la jurisprudencia y la doctrina internacional17, sólo se contempla una 
referencia expresa a las convenciones o tratados internacionales18, con lo que en principio puede 
                                                             
17  Artículo 38. 1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las controversias que le sean 
sometidas, deberá aplicar: a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas 
expresamente reconocidas por los Estados litigantes; b. la costumbre internacional como prueba de una práctica 
generalmente aceptada como derecho; c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones 
civilizadas; d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas 
naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 59. 
2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex aequo et bono, si las partes 
así lo convinieren. 
18  Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos 
y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia. El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de 
conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en 
materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución 
tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. (Subrayado fuera del texto). 
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considerarse se excluye a las demás fuentes, que hacen parte del amplio contenido del derecho 
internacional público y que se conocen como el soft law o derecho suave, en contraposición de 
hard law integrado por los tratados internacionales y la costumbre internacional (Yañez Meza & 
Yañez Meza, 2012, pág. 9 y 10).  
 
Esta situación se ha intentado modificar desde la jurisprudencia constitucional haciendo 
uso para ello de la figura del bloque de constitucionalidad19 cuya finalidad se ha descrito por la 
Corte Constitucional de la siguiente manera: 
 
“(…) las normas del bloque operan como disposiciones básicas que reflejan los valores y 
principios fundacionales del Estado y también regulan la producción de las demás normas 
del ordenamiento doméstico. Dado el rango constitucional que les confiere la carta, las 
disposiciones que integran el bloque superior cumplen la cuádruple finalidad que les asigna 
Bobbio, a saber, servir de i) regla de interpretación respecto de la dudas que puedan 
suscitarse al momento de su aplicación; ii) la de integrar la normatividad cuando no exista 
norma directamente aplicable al caso; iii) la de orientar las funciones del operador jurídico, 
y iv) la de limitar la validez de las regulaciones subordinadas.” (Sentencia C-067, 2003). 
 
Sin embargo, el Bloque de Constitucionalidad, como se verá más adelante, resulta en 
últimas ser una institución limitada al momento del reconocimiento dentro del derecho interno de 
las fuentes que componen el derecho internacional público por ser una figura desde la cual sólo se 
pretendió la incorporación de los tratados internacionales y no de los demás componentes que el 
derecho internacional prevé y ha desarrollado a lo largo del tiempo. Sin embargo, pese a esta 
limitante, la Corte en la necesidad de incorporar los instrumentos del soft law al derecho nacional, 
                                                             
19  Concepto que se entiende como “una técnica jurídica, presente en las Constituciones abiertas, mediante la cual se 
amplía el contenido material del Texto Fundamental, merced a la consagración en ésta de un conjunto de cláusulas 
de reenvío, las cuales permiten interpretarla armónicamente, bien sea junto con un texto normativo concreto 
(verbigracia, un determinado tratado internacional, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 
la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789); un conjunto de textos normativos 
(verbigracia, determinados convenios de la OIT, tratados internacionales sobre derechos humanos que prohíben 
su limitación bajo estado de excepción, etcétera); un principio (verbigracia, la dignidad humana); o un conjunto 
de principios (verbigracia, los principios del derecho internacional). De igual manera, se pueden operar reenvíos 
sucesivos, es decir, el texto o el principio hacia el cual se operó inicialmente un reenvío termina remitiendo, a su 
vez, hacia otra cláusula de apertura (verbigracia, una Constitución reenvía a un preámbulo, y éste, a su vez, remite 
a un conjunto de principios).” (Ramelli Arteaga, 2011, pág. 27 y 28). 
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ha desarrollado amplia jurisprudencia, tanto en sede de control concreto como en control abstracto, 
pronunciamientos que serán objeto de análisis a través de tres bloques definidos por las 
providencias de la Corte Constitucional respecto de cada uno de los más relevantes instrumentos 
internacionales que hacen parte del soft law. 
 
 
6.1. Los principios generales del derecho internacional público. 
 
En primer lugar se abordarán los principios del derecho internacional de los derechos 
humanos frente a los cuales desde la integración al derecho interno que ha hecho la Corte se 
encuentra que en Sentencia de constitucionalidad 1189 del año 2000, se afirmó que al igual que 
las costumbres aceptadas por las naciones civilizadas, estos gozan de prevalencia normativa en 
nuestro ordenamiento, en la misma medida de los tratados, siempre y cuando su contenido se ajuste 
a lo preceptuado en la Carta (Sentencia C-1189, 2000).  
 
Más adelante, en el año 2001 la Corte nuevamente hace alusión a los principios del derecho 
internacional, esta vez a cerca de la función que estos deberán cumplir en el derecho nacional en 
atención al contexto de conflicto armado, manifestando que cuando estos propugnan por una 
solución pacífica de los conflictos señalando que el Estado no debe recurrir en un primer momento 
a el uso de la fuerza “son plenamente aplicables al conflicto interno Colombiano, pues aquellas 
son reglas de conducta que imponen la interpretación de los derechos y deberes constitucionales.” 
(Sentencia C-048, 2001). 
 
Resulta de gran relevancia para el presente estudio la comparación realizada por la Corte 
entre los principios del derecho internacional y los tratados o convenios ratificados por Colombia, 
en la medida de que la integración de esos principios al orden internacional encuentra una cláusula 
de renvío en el texto constitucional que puede identificarse en el artículo 9° de la Constitución 
Política20, lo que fundamenta su pertenencia al bloque de constitucionalidad. Un ejemplo de ello 
                                                             
20  Artículo 9. Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la 
autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por 




son los principios Pinheiro (principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los 
refugiados y las personas desplazadas) adoptados por la ONU y que hacen parte en sentido lato 
del bloque de constitucionalidad según lo ha dispuesto el máximo tribunal constitucional 
(Sentencia T-821, 2007), haciendo uso de ellos en el año 2010 en sentencia del 12 de marzo en la 
que se afirma que desde esa Corporación se han emitido diversas decisiones para proteger el 
derecho a la vida digna de la población en situación de desplazamiento, decisiones para las cuales 
ha debido tener en cuenta “(…) b) los principios rectores de los desplazamientos internos”, en 
virtud de lo cual “la Corte ha ordenado revocar actos administrativos que negaban la adjudicación 
del subsidio de vivienda a grupos familiares de desplazados por razones estrictamente formales, 
desconociendo el principio de favorabilidad o el principio de buena fe que debe imperar en la 
aplicación de la normatividad sobre población desplazada” (Sentencia T-177, 2010). 
 
La misma posición puede observarse en la Sentencia T-515 de 2010 dictada en virtud de la 
revisión de la sentencia de la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Medellín del 27 de noviembre de 2009 en la que se niega el amparo del derecho 
solicitado por la señora Blanca Lucía Gómez García contra el Fondo Nacional de Vivienda por su 
negativa de reconocer un subsidio para compra de vivienda a una familia desplazada con el 
argumento según el cual uno de sus miembros es propietario de un predio en el lugar de donde 
fueron desplazados. En esta providencia la Corte señala que la negativa de la entidad accionada 
supone una violación del derecho al retorno que tiene la población desplazada, siendo contraria a 
“la exigencia de interpretar y aplicar las normas relativas al derecho a la vivienda de la población 
desplazada, de conformidad con el Principio de interpretación favorable de las normas, teniendo 
en cuenta los principios rectores de los desplazamientos internos.” (Sentencia T-515, 2010), sobre 
este punto precisa la Corte más adelante en la sentencia: 
 
“El retorno de las familias desplazadas debe cumplir las condiciones de voluntariedad, 
seguridad y dignidad de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte y de los Principios de 
las Naciones Unidas en materia de desplazamiento forzado. En el caso que nos ocupa, 
Fonvivienda no demostró que existiera certeza sobre que las condiciones de seguridad de 
la vereda El Oso sean positivas. Siendo esto así, no puede la entidad negar la adjudicación 
del subsidio de vivienda, con el argumento de que un miembro de núcleo familiar es 
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propietario de un predio en la localidad de la cual fueron desplazados, hasta que no exista 
certeza de que las condiciones de orden público son favorables y pueden reasentarse las 
personas que fueron expulsadas” (Subrayado fuera del texto) (Sentencia T-515, 2010). 
 
Desde el análisis de los principios generales del derechos internacional en términos de su 
vinculatoriedad en el sistema de fuentes en Colombia y el papel que estos instrumentos 
desempeñan en la solución como se vio de casos concretos en los que se discute un derecho de 
personas que ostentan un carácter particular de vulnerabilidad por la situación de desplazamiento 
que enfrentan, se evidencia la función trascendente que en el derecho interno ocupan estos 
principios, pues generan un horizonte en relación con el reconocimiento y protección de los 
derechos de las personas, que para los casos estudiados representan la cifra más significativa en el 
universo de víctimas del conflicto armado. No obstante, los principios reseñados son uno de los 
pocos casos en que se reconoce por la Corte el carácter vinculante y se hace uso real y efectivo de 
estos para la toma de decisiones en casos concretos. 
 
 
6.2. La jurisprudencia internacional. 
 
Tratándose de la jurisprudencia proferida por órganos judiciales internacionales en materia 
de derechos humanos, la Corte Constitucional ha indicado se trata de un criterio vinculante en el 
orden nacional, así por ejemplo en la Sentencia C-10 de 2000 la Corte se refiere al valor que posee 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como órgano judicial 
autorizado para interpretar la Convención Americana de Derechos Humanos, afirmando que: 
 
“(…) en la medida en que la Carta señala en el artículo 93 que los derechos y deberes 
constitucionales deben interpretarse “de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia”, es indudable  que la jurisprudencia de las 
instancias internacionales, encargadas de interpretar esos tratados, constituye un criterio 
hermenéutico relevante para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre 




Esta posición ha sido reiterada en pronunciamientos como el emitido por la Corte en 
sentencia del 7 de diciembre de 2001 en el que se manifiesta que “(…) la jurisprudencia de las 
instancias internacionales de derechos humanos constituye una pauta relevante para interpretar 
el alcance de esos tratados y por ende de los propios derechos constitucionales” (Sentencia T-
1319, 2001)21. En el año 2005 se expone por la Corte los argumentos previamente citados respecto 
de la jurisprudencia internacional, adicionándose en esta oportunidad que “por ello la doctrina de 
la Corte Interamericana sobre los derechos de las víctimas debe ser valorada internamente por 
las autoridades colombianas en general, y por la jurisprudencia de esta Corte Constitucional en 
particular” (Sentencia C-979, 2005)22.  
 
Posteriormente, en el año 2006 la Corte en ejercicio del control de constitucionalidad 
automático al proyecto de ley estatutaria No. 284/05 Senado y No. 229/04 Cámara “Por medio de 
la cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitución Política”, se refiere a la vinculatoriedad de 
la jurisprudencia internacional aseverando que los pronunciamientos adoptados por los órganos 
internacionales competentes para interpretar o aclarar el contenido, alcance o valor jurídico de una 
norma internacional de derechos humanos, por ser relevante constitucionalmente sirve a los 
órganos nacionales como “criterio auxiliar de interpretación” (Sentencia C-187, 2006). Postura 
que se reitera por esta Corporación el 10 de mayo de 2006 al precisar que: 
 
“La jurisprudencia de las instancias internacionales constituye  una pauta relevante para 
la interpretación de los enunciados normativos contenidos en instrumentos internacionales 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad, cosa diferente a atribuirle a dicha 
jurisprudencia directamente el carácter de bloque de constitucionalidad.” (Sentencia C-
355, 2006). 
 
Para el año 2010 en sede de demanda de inconstitucionalidad propuesta en contra del 
numeral 17 y el parágrafo 3º del artículo 2 de la Ley 1312 de 2009, “Por medio de la cual se 
                                                             
21   Sentencia sobre la que además se resalta en su texto la referencia al inciso 2° del artículo 93 al precisar que “ha de 
fundirse la norma nacional con la internacional y acogerse la interpretación que las autoridades competentes hacen de 
las normas internacionales e integrar dicha interpretación al ejercicio hermenéutico de la Corte” (Sentencia T-1319, 
2001). Posición que se reitera en las sentencias: (Sentencia C-148, 2005); (Sentencia T-666, 2004). 
22   Sobre este punto puede consultarse: (Sentencia C-228, 2002); (Sentencia C-04, 2003). 
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reforma la Ley 906 de 2004, en lo relacionado con el principio de oportunidad”, la Corte se 
pronuncia respecto a la jurisprudencia internacional en el derecho interno señalando para el efecto 
que el artículo 93 de la Constitución prescribe que los derechos y deberes allí consagrados deben 
interpretarse conforme a los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia y que en consecuencia la jurisprudencia reseñada (de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos) “resulta relevante para la interpretación que de tales derechos y deberes se 
haga en el orden interno.” (Sentencia C-936, 2010). 
 
Luego en Sentencia del 23 de agosto de 2012, expediente T-3408860 se manifiesta por la 
Corte que los fallos que profieran los tribunales internacionales de derechos humanos en virtud de 
la función jurisdiccional que les han reconocido los estados, “no deben encontrar obstáculos en su 
cumplimiento y no deben tener oposición por parte de las autoridades encargadas de cumplirlos”, 
para lo que la Corte continúa resaltando en relación con la jurisprudencia emanada de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que la declaratoria que hacen los jueces de este órgano 
judicial internacional además de repercutir sobre la esfera internacional también lo hace en el 
ordenamiento interno. Así mismo señala que en diversos fallos esa Corporación ha indicado que 
la jurisprudencia de la CIDH “es un criterio relevante para fijar el parámetro de control de las 
normas que hacen parte del ordenamiento interno colombiano” pues ésta “contiene la 
interpretación auténtica de los derechos contenidos en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, instrumento internacional que integra el parámetro de control de constitucionalidad.” 
(Sentencia T-653, 2012). 
 
Finalmente, en el año 2016 se emite otro criterio relevante por parte de la Corte 
Constitucional en relación al carácter vinculante de la jurisprudencia internacional, señalando esta 
Corporación en particular sobre la jurisprudencia proferida por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) que: 
 
“(…) las decisiones y órdenes que emite la Corte IDH en la resolución de casos 
contenciosos, en razón de su función de salvaguarda de los derechos humanos reconocidos 
en la Convención, son siempre vinculantes. Pero, además, dado que la potestad 
jurisdiccional para emitirlas se encuentra naturalmente articulada e íntimamente 
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relacionada con la labor hermenéutica que se ve siempre avocada a realizar, la 
jurisprudencia de este órgano jurisdiccional adquiere un valor importante en la 
interpretación constitucional interna.” (Sentencia C-469, 2016). 
 
Es así como puede concluirse luego de realizado un amplio recorrido por la jurisprudencia 
constitucional, que las providencias emitidas por los órganos judiciales internacionales, 
constituyen un parámetro relevante de interpretación de las normas de los tratados o convenios 
sobre derechos humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad, adquiriendo en el 
derecho interno carácter vinculante los fallos emitidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, por ser ésta una interpretación autorizada de los derechos consagrados en la Convención 
Americana de la que es intérprete último.  
 
 
6.3. Recomendaciones y otros pronunciamientos de los órganos internacionales. 
 
En el derecho internacional también existen órganos encargados de emitir 
pronunciamientos con carácter de actos jurídicos unilaterales (Ramelli Arteaga, 2011), entre ellos 
se encuentran las denominadas recomendaciones, tal es el caso de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (entidad encargada de la promoción y protección de los derechos humanos en 
el continente americano) que entre otras de sus funciones se encuentra la de emitir este tipo de 
conceptos en los casos que le son sometidos a su conocimiento.  
 
Sobre estos debe indicarse que en el derecho colombiano en principio estos carecen de 
fuerza vinculante y obligatoria, pues se limitan a imponer a los estados determinados 
comportamientos con los cuales se adopten medidas que contribuyan a la protección de los 
derechos humanos en cada uno de los países. Sin embargo si poseen fuerza interpretativa, lo que 
se traduce en que por ejemplo si en un caso que es llevado ante este órgano al formular una queja, 
luego de realizado el correspondiente estudio por parte de la entidad se terminará por emitir una 




Para el caso de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, debe decirse que 
además cumple otras funciones como lo son los informes en los que establece estándares de 
protección de derechos tras la realización de visitas a los diferentes países para verificar la 
situación de los derechos humanos en estos, bien sea de carácter general o frente a un caso 
particular. De igual forma se encarga de solicitar a los Estados miembros la adopción de medidas 
cautelares para prevenir daños irreparables a las personas o al objeto de una petición ante la CIDH 
en casos graves y urgentes, así como solicitar a la CIDH  la adopción de medidas provisionales. 
Estas funciones de la Comisión Interamericana vinculan al Estado (se entiende que en el mismo 
sentido que lo hacen las recomendaciones) y en particular al Estado colombiano en tanto como se 
ha dicho por la Corte Constitucional “(…) son desarrollo de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, al hacer esta última parte del bloque de Constitucionalidad sí tienen 
vinculatoriedad en el ordenamiento interno” (Sentencia T-786, 2003). 
 
Se destaca respecto de la adopción de medidas cautelares emitidas por la Comisión 
Interamericana, la procedencia de la acción de tutela como puede verse en la Sentencia T-558 de 
2003 en la que se ponen el conocimiento de la Corte el caso de una familia en la que uno de sus 
miembros había sido víctima de desaparecimiento forzado por parte de los miembros del Estado, 
por lo que luego de dar aviso a las autoridades de lo ocurrido fueron víctimas de represalias por 
parte del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), razón por la que acuden al Sistema 
Interamericano específicamente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos solicitando 
el decreto de medidas cautelares por parte de esta entidad para la protección de su derecho a la 
vida, las cuales fueron efectivamente ordenadas por este organismo indicando al Estado 
colombiano la adopción de medidas para garantizar la dignidad de los miembros de la familia y su 
derecho a la vida. Sin embargo, las autoridades nacionales no cumplieron con las medidas 
ordenadas viéndose obligados a acudir a la acción de tutela para proteger su derecho, llegando ésta 
a revisión por parte de la Corte Constitucional que al respecto manifestó: “(…) 2) las medidas 
cautelares se incorporan automáticamente al ordenamiento jurídico interno; y 3) si bien la acción 
de tutela no fue ideada para hacer cumplir tales órdenes proferidas por instancias internacionales, 
debido a que comparten con éstas su carácter cautelar y a que apuntan a la consecución de unos 
mismos propósitos, el amparo constitucional puede ser invocado en caso de incumplimiento de las 




En el mismo sentido en Sentencia del 20 de mayo de 2005 emitida por la Sala Séptima de 
Revisión  de la Corte Constitucional, ésta se pronunció añadiendo para este caso que “el 
incumplimiento de las medidas cautelares decretadas por la CIDH, de conformidad con la 
jurisprudencia constitucional, implica la vulneración del derecho al debido proceso tanto interno 
como internacional”23, reiterando entonces en la procedencia de la acción de tutela en tanto en el 
ordenamiento interno no existe ninguna otra garantía judicial que permita exigir que se haga 
efectivo el cumplimiento de las medidas cautelares ordenadas por los órganos del derecho 
internacional y en particular de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Sentencia T-
524, 2005).  
 
Ahora, tratándose de las recomendaciones emitidas por la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) la Corte Constitucional se ha pronunciado en diversas oportunidades como lo fue 
en Sentencia del 23 de julio de 2003 en la que en el marco del estudio del caso de la acción de 
tutela interpuesta por el Presidente de la Asociación Sindical de Empleados del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (ASEINPEC) - Seccional Medellín y otros contra el INPEC, se 
pronunció en relación al valor jurídico de las recomendaciones de este organismo internacional en 
el siguiente sentido: 
 
“La Corte Constitucional estableció el carácter vinculante de esas recomendaciones, 
atendiendo a las obligaciones contraídas por el Estado colombiano, al suscribir y ratificar 
el Tratado constitutivo de la OIT. Para tales efectos diferenció entre las recomendaciones 
emitidas por la OIT y las de sus órganos de control. Así, dijo que a diferencia de los 
convenios, las recomendaciones pronunciadas por la OIT no son normas creadoras de 
obligaciones internacionales, sino meras directrices, guías o lineamientos que deben 
seguir los Estados partes en busca de las condiciones dignas en el ámbito laboral de sus 
países; mientras que las recomendaciones de sus órganos de control en ocasiones son 
vinculantes (…) ellas constituyen una orden expresa vinculante para el Estado y cada uno 
de sus órganos” (Corte Constitucional. Sala Primera de Revisión, 2003)24.  
                                                             
23   Sobre este punto ver: (Sentencia T-786, 2003). 




La posición antes mencionada se siguió en la Sentencia C-696 de 2008 en el estudio de 
constitucionalidad del demandado artículo 444 parcial del Código Sustantivo del Trabajo, 
momento en el cual se agregó por la Corte que las recomendaciones pese a no tener fuerza 
vinculante, sí constituyen parámetros para la interpretación de los convenios de la OIT que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad (Sentencia C-696, 2008). En el año 2014 la Corte 
Constitucional se pronuncia nuevamente al respecto en Sentencia de Unificación, resaltando que 
las recomendaciones de la OIT no integran el bloque de constitucionalidad y que por regla general 
recogen directrices que pueden llegar a orientar la política y las acciones nacionales, pero no son 
instrumentos que obliguen a los Estados (Sentencia SU-555, 2014). 
 
En suma, las resoluciones o pronunciamientos emitidos por los organismos internacionales 
en materia de recomendaciones, medidas cautelares e informes, si bien se incorporan al 
ordenamiento jurídico colombiano, no hacen parte del bloque de constitucionalidad como normas 
jurídicas que permitan ejercer el control de constitucionalidad en el sentido de declarar exequible 
o no una ley en virtud del acatamiento de los pronunciamientos de las entidades de derecho 
internacional. No obstante, sí constituyen parámetros de interpretación de las disposiciones 
internacionales que se encuentran integradas al bloque de constitucionalidad, como ocurre con la 
Convención Americana de Derechos Humanos y los convenios de la OIT que expresamente ha 















La composición del sistema de fuentes del derecho ha sido objeto de diversos debates hace 
más de un siglo en Colombia, sin embargo, desde hace algunos años estas discusiones han tomado 
mayor fuerza tanto en la doctrina como en la jurisprudencia a partir de los criterios definidos en la 
Constitución Política de 1991 como obligatorios y auxiliares de la función judicial, precepto que 
resulta limitado al momento de comprender el conjunto de instrumentos que en la actualidad sirven 
al ordenamiento jurídico colombiano. Lo que se denota con mayor intensidad respecto de los 
instrumentos del derecho internacional público frente a los que su incorporación al derecho interno 
no precisa un criterio uniforme ni en consonancia con las dinámicas de éste para la protección de 
los derechos humanos.   
 
Desde la jurisprudencia constitucional se ha intentado mitigar la crisis del sistema de 
fuentes debido a que no corresponde al real desarrollo de los instrumentos que en un Estado Social 
de Derecho como lo es el colombiano deberían integrar el derecho nacional, realizando para ello 
una interpretación de las diversas normas constitucionales que contienen cláusulas en relación con 
la integración de disposiciones del derecho internacional –cláusulas de reenvío -  y del mismo 
artículo 230 que enuncia el sistema de fuentes aplicable en Colombia. La rigidez de la literalidad 
del texto constitucional en esta materia se ha ido morigerando como ha ocurrido en el caso de la 
jurisprudencia, que aun cuando el artículo 230 constitucional la describe como un criterio de 
carácter secundario o auxiliar, desde la evolución legislativa, doctrinal y especialmente 
jurisprudencial se evidencia una seria transformación en el valor jurídico otorgado a los 
pronunciamientos judiciales, pasando a tener que ser acatados y aplicados por los operadores 
jurídicos en sus decisiones; surgiendo con ello figuras jurídicas como el precedente jurisprudencial 
o la doctrina probable, que aun cuando contemplan un alcance distinto, son expresiones de la 
obligatoriedad que implican las decisiones de los jueces.  
 
La Corte Constitucional también ha emitido amplia jurisprudencia desde la que se ha 
propuesto un fundamento para integrar o hacer propios los elementos del derecho internacional, 
creando para ello el concepto de bloque de constitucionalidad que en principio parecía dar solución 
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a la necesidad de adaptar el ordenamiento jurídico colombiano a la realidad internacional de los 
derechos humanos y que bien ha resultado para la determinación de los tratados internacionales 
como fuentes vinculantes, pero que conforme al acelerado avance de los instrumentos que este 
derecho ha creado, ya resulta insuficiente frente a contenidos que hacen parte del denominado soft 
law. 
 
El bloque de constitucionalidad supone, para la adopción de un instrumento internacional 
en el derecho interno, la identificación de un fundamento expreso en la Carta, lo que sin duda 
restringe el reconocimiento del carácter vinculante a varias de las figuras jurídicas que desde el 
orden internacional se presentan como insumos de gran relevancia en materia de derechos 
humanos para los jueces al momento de decidir sobre determinado asunto. Situación que es 
palpable por ejemplo en relación con los principios generales del derecho internacional, la 
jurisprudencia internacional que es emitida por organismos distintos a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, las recomendaciones y otros pronunciamientos de órganos internacionales 
como las medidas cautelares o los informes, porque si bien se integran al orden jurídico, a la luz 
de la estructura del bloque de constitucionalidad su grado de vinculatoriedad en el derecho nacional 
varía llegando a depender incluso de que la Corte Constitucional diga que son vinculantes, como 
ocurrió con los principios pinheiro para la protección del derecho a la vivienda de las poblaciones 
víctimas de desplazamiento. 
 
El derecho nacional, el contexto de conflicto armando y la violación masiva de derechos 
humanos a la población en el país, requiere que se le brinde al juez mayores insumos de los cuales 
pueda hacer uso en la decisión de los casos, siendo las normas que integran el conocido corpus 
iuris del derecho internacional de los derechos humanos las que, ostentan un grado mayor de 
autoridad de interpretación en materia de derechos humanos permitiendo dimensionar con mayor 
exactitud verbigracia los instrumentos adaptables al momento de valorar un hecho (Yañez Meza 
& Yañez Meza, 2012). Sin embargo, desde el mecanismo del bloque de constitucionalidad 
actualmente utilizado por la jurisprudencia constitucional para definir las fuentes del derecho 
internacional que se vinculan al ordenamiento y el grado de obligatoriedad que estas ostentan, ya 
sea como parte de este bloque en sentido amplio o estricto, no se ajustan a las necesidades del 




Se trata pues de una realidad que evidencia la necesidad de replantear los instrumentos que 
integran el contenido de las fuentes del derecho en Colombia, en especial desde los criterios 
desarrollados por el derecho internacional para la protección de los derechos humanos, que cada 
vez más ofrece instrumentos que permiten al juez nacional realizar una mejor interpretación a la 
luz de la protección otorgada no sólo en los tratados internacionales como parte del hard law sino 
en los demás elementos de este derecho que conforman el soft law, en los que demuestra una 
mayor evolución en la garantía de los derechos humanos. 
 
Es por eso que en razón a la exigencia que desde el ordenamiento jurídico colombiano se 
constata, de delinear el contenido del sistema de fuentes del derecho aplicables como criterio de la 
actividad judicial y siguiendo la iniciativa propuesta por algunos doctrinantes que se han adentrado 
en el debate de cuáles deberían ser los elementos que modifiquen ese sistema contemplado en el 
artículo 230 constitucional – en especial de la posición adoptada por el profesor Diego López 
Medina –, que desde el análisis realizado de la integración de los diversos instrumentos 
desarrollados en el derecho nacional y de los del derecho internacional a esas fuentes, así como el 
valor jurídico que se les ha otorgado en el ordenamiento interno, se propone la redefinición de los 
criterios de la actividad judicial previstos en la Constitución Política de 1991 en el siguiente 
sentido: 
 
Artículo 230. Los jueces en sus providencias están sometidos al imperio de la 
Constitución, del ordenamiento jurídico nacional, de los parámetros del derecho 
internacional que tengan vocación de garantía de los derechos humanos, de los 
principios generales del derecho, de la costumbre y de la jurisprudencia. 
 
Los jueces sin importar su jerarquía, deberán obedecer las reglas jurisprudenciales 
definidas sobre un mismo asunto para su aplicación en casos futuros. Cuando el 
juez se aparte de estas deberá exponer clara y razonadamente los argumentos que 




La ley podrá definir los mecanismos de extensión obligatoria de la jurisprudencia a 
los jueces y la administración pública. 
 
La doctrina y la equidad son criterios complementarios de interpretación para el 
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